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La publicación de la revista se engloba
dentro de las actuaciones a desarrollar
en el Convenio de Colaboración que
anualmente suscriben el Instituto
Aragonés de la Mujer y la Universidad
de Zaragoza, para el mantenimiento 
y realización de actividades de la
“Cátedra sobre Igualdad y Género”.

La Revista AequAlitaS tiene 
por objeto fomentar la igualdad de
oportunidades hombre-mujer desde 
una perspectiva jurídica interdisciplinar,
informando de manera actualizada 
a los operadores jurídicos, desde 
un enfoque práctico e incluyendo
estudios doctrinales y problemas 
de fundamentación.

Está dirigida a personas con formación
jurídica, académicos, abogados 
en ejercicio, al personal de
administraciones públicas, de ámbito
local, autonómico y estatal,
organismos de igualdad, 
y a ciudadanos con formación
universitaria. Versa sobre temas 
de igualdad jurídica entre mujeres 
y hombres, centrados en el derecho
español vigente.

La igualdad de oportunidades se
afronta desde las distintas ramas del
saber jurídico, desde el derecho
constitucional, laboral, internacional,
comunitario, civil, desde la filosofía
del derecho, etc. En cada ámbito se
estudia la legislación y jurisprudencia
En muchos casos, la revista supone un
foro de sugerencias para la mejora de
la legislación, y un punto de encuentro
entre quienes legislan y las operadoras
y los operadores jurídicos. Se publican
dos números al año, ambos en formato
digital. Están disponibles gratuitamente
en la web del Gobierno de Aragón
(www.aragon.es) y en la web de la
universidad de Zaragoza de la “Cátedra
sobre Igualdad y Género”, así como en
el buscador DIALNET, en el que se
reproduce la totalidad de los números
de la revista, siendo posible su
búsqueda por el nombre de los autores.
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AequAlitaS aceptará para su publicación todos aquellos artículos que sean
Inéditos y versen sobre el tema central de la revista, tras el proceso de evaluación
por pares. 
El Consejo de Redacción atenderá cualquier sugerencia o consulta previa, para evitar
reiteraciones en las posibles colaboraciones (Teléfono 976 762 117. Departamento
de Derecho Público).

Los originales serán remitidos a la directora de la revista:
La Catedrática María Elósegui.
Facultad de Derecho. Universidad de Zaragoza. 50009 Zaragoza (España).
Los trabajos no excederán de diez hojas DIN A4, de 30 líneas de texto.
Los artículos se enviarán por e-mail en archivo word (elosegui@unizar.es),
indicando a qué sección de la revista van destinados, teniendo en cuenta que las
citas se incluirán a pie de página, según el siguiente modelo:
AUTOR o AUTORA del LIBRO, N. Título, lugar de edición, editorial, año, 
página. AUTOR o AUTORA. REVISTA, N. “Título del artículo de la revista”,
Revista, n.º, vol. (año), pp. 1-31.
Los originales deben ir precedidos de un sumario de 10 líneas en español, y 10 líneas en
inglés. El título del artículo y las palabras clave deben ir tanto en español como en inglés.

Se indicará el autor, lugar de trabajo, dirección, teléfonos y, necesariamente, el e-mail.
No se devolverán los originales. Se acusará recibo de todas las colaboraciones recibidas. 

La selección se hará según criterios científicos, solicitando la lectura de los
artículos a dos evaluadores externos al Consejo de Redacción, (revisión por
pares, peer reviewed) respetando el anonimato de los autores y de los evaluadores
(double blind review). También y en su caso se solicitará la lectura a miembros
del Consejo Asesor u otras personas especialistas cuando se estime oportuno.
El Consejo de Redacción tendrá la decisión última a la luz de las evaluaciones
y, en consecuencia los artículos, podrán ser aceptados o rechazados para su
publicación, decisión que se comunicará personalmente por escrito a los autores.

AequAlitaS no se hace responsable de las opiniones de las autoras y autores
de los artículos publicados. 

5

4

3

2

1

ENVÍO DE ORIGINALES Y NORMAS DE PUBLICACIÓN
La revista se ajustará en la selección de los artículos a los criterios de calidad 
informativa y de calidad del proceso editorial, indicados en el BOE núm. 266, 
de 7 de diciembre de 2005, apéndice 1, para que sus artículos cumplan con los 
requisitos exigidos para la obtención de evaluaciones positivas en los sexenios 
de la Actividad Investigadora (Resolución de 30 de noviembre de 2015, de la Co-
misión Nacional Evaluadora de la Actividad Investigadora, por la que se publican
los criterios específicos aprobados para cada uno de los campos de evaluación, BOE,
núm. 286, Sec.III, pág. 113071. Campo 9. Derecho y jurisprudencia).
Catalogada en LATINDEX:
http://www.latindex.unam.mx/buscador/ficRev.html?opcion=1&folio=11683.
Catalogada en RESH.CINDOC así como en el índice elaborado por el CSIC, 
denominado DICE (Difusión y Calidad Editorial de las Revistas españolas de Hu-
manidades, Ciencias Sociales y Jurídicas.

Nº Título de Año Área de Val. % Ap. Eval. Crit. ANEP CARHUS ERIH BB.DD.revista C-F conocimiento DI IC AU ext. LAT

N1 Aequalitas C 1999- 11.76 Sí Sí 27 C

http://www.latindex.unam.mx/latindex/inicio
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El mercado de trabajo femenino en Andalucía: 
La visión de la Cámara andaluza a lo largo de nueve legislaturas

En el Derecho de la Unión Europea y del Consejo de Europa, Alfredo
Romero Gallardo nos ofrece un comentario de la Recomendación de la UE

2017/761 de la Comisión europea, de 26 de abril de 2017, sobre el Pilar
Europeo de Derechos Sociales y su particular incidencia en las cuestiones
educativas y laborales relacionadas con la igualdad entre mujeres y hombres.

En la sección dedicada al Derecho Español, Fernado Lousada realiza un
análisis del estatuto de la víctima del delito desde la perspectiva de género,
recogido en la Ley 4/2015, de 27 de abril. El estudio analiza las novedades del
Estatuto de la Víctima con respecto a la regulación anterior y se centra en
aquellas normas en las que se aprecia una más evidente dimensión de
género. El Estatuto trata de la víctima en general, pero indudablemente
muchos de sus artículos se refieren a delitos de violencia de género en los que
las víctimas son únicamente mujeres.

Un aspecto concreto de la violencia es aquella cometida a través de las redes
sociales. En el número anterior de la revista se trató en el foro de debate del
ciberbullying en ámbito escolar y desde una perspectiva psicológica. En este
nuevo número, Melania Palop jurista de la Universidad de Valencia nos ofrece
un análisis centrado en los nuevos preceptos introducidos en la reforma del
Codigo Penal de 2016 relacionados con la violencia de género producida
mediante el acoso cibernético. Se estudian los nuevos preceptos desde una
perspectiva crítica. 

En cuanto al derecho español, dado que nos encontramos en el décimo
aniversario de la Ley Orgánica 7/2007, de igualdad efectiva entre mujeres y
hombres, Ignacio Álvarez Rodríguez, investigador del Instituto de Derecho
Parlamentario (UCM-CD), especialista en este tema, escribe un artículo
novedoso sobre los resultados de la aplicación de la Ley en cuanto a la
estadística de la presencia de mujeres en los distintos órganos parlamentarios
de participación política, proponiendo la introducción de eventuales
modificaciones que contribuirían a una presencia más equilibrada de mujeres
y hombres.

Por último, en el foro de debate Isabel Gutiérrez Cía y Blanca Obón Azuara,
ambas médicas del hospital Clínico Universitario Lozano Blesa profundizan
en los aspectos éticos y legales de la perspectiva de género en la
investigación en Medicina. Ponen en evidencia la mejora reciente de la actitud
en introducir a las mujeres en las muestras, en ensayos clínicos y como objeto
de la investigación en fármacos, diagnóstico etc. Si bien, todavía hay que
lograr mejoras en que los resultados de la investigación beneficien
equitativamente a hombres y mujeres.

María Elósegui Itxaso
Catedrática de Filosofía del Derecho. 

Facultad de Derecho. Universidad de Zaragoza. 
Directora de la Revista AequAlitaS

http://intercultural.unizar.es
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Educación, empleo e Igualdad de
Género en el nuevo pilar europeo
de derechos sociales
EDUCATION, EMPLOYMENT AND GENDER
EQUALITY IN THE NEW EUROPEAN 
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D E R E C H O D E L A U N I Ó N E U R O P E A

Y D E L C O N S E J O D E E U R O P A

AequAlitaS 2017 (nº 40), pp. 06-11, ISSN: 1575-3379

ALFREDO

ROMERO GALLARDO

Letrado de la 
Administración 
de Justicia.
Sustituto de la 
Provincia de 
A Coruña



I. INTRODUCCIÓN: HACIA UNA RENOVACIÓN DEL
MODELO SOCIAL EUROPEO EN TÉRMINOS REALES
DE IGUALDAD, JUSTICIA Y PROTECCIÓN
La crisis económica y financiera de ámbito global que to-
davía sufrimos está teniendo unas consecuencias sociales
de enorme alcance no solamente en España, sino también
en los demás países miembros de la Unión Europea (en
adelante UE). Los elevados niveles de desempleo (espe-
cialmente juvenil y de larga duración), el aumento de la
población en riesgo de pobreza y desamparo (incluyen-
do, de modo prioritario, a los grupos más vulnerables: in-
fancia, personas con discapacidades, tercera edad…) y, so-
bre todo, el considerable crecimiento de las desigualdades
son algunas de sus graves repercusiones que se perciben,
con suma claridad, en nuestra época.

En este preocupante contexto y a pesar de los avances
producidos en los terrenos científico, tecnológico, etc.,
la consecución de una plena y verdadera igualdad de gé-
nero continúa siendo uno de los retos primordiales a los
que deben enfrentarse nuestro país, la construcción eu-
ropea y, en general, la humanidad del siglo XXI. Hacer
realidad dicha igualación, eliminando si no todas, al me-
nos la gran mayoría de las discriminaciones establecidas
por razón de sexo (esencialmente en sectores tan impor-
tantes como la educación o el mercado laboral) constitu-
ye la asignatura pendiente de las sociedades modernas.

En fecha reciente, el Diario Oficial de la Unión Europea
(o DOUE) publicó un interesante documento jurídico
con una marcada proyección socio-política: la Recomen-
dación (UE) 2017/761 de la Comisión, de 26 de abril de
2017, sobre el Pilar Europeo de Derechos Sociales (DOUE,
Serie L/Legislación, n.º 113, de 29 de abril de 2017, pá-
ginas 56 a 61). En él se proponen una veintena de princi-

pios y derechos de carácter laboral y social, llamados a
contribuir de forma positiva en el bienestar y la protección
de todos los habitantes de la Eurozona (aproximadamen-
te 320 millones) ante la referida crisis. Su futura aplicación
también resultará singularmente beneficiosa para el logro
de una efectiva equiparación de derechos y oportunidades
entre las mujeres y los hombres que conviven en dicha zo-
na de unión monetaria en torno al euro.

Como es sabido, la Comisión se erige en una de las prin-
cipales instituciones de la UE (junto con el Parlamento
o Eurocámara, el Consejo Europeo, el Consejo y el Tri-
bunal de Justicia), que suele identificarse con su “poder
ejecutivo”, aunque realmente lo ejerce de manera con-
junta con el Consejo (y siguiendo las directrices genera-
les fijadas por el Consejo Europeo). Así mismo, desem-
peña otras relevantes funciones en el establishment de un
espacio común para la libre circulación de personas,
bienes y servicios. Una de ellas consiste en velar por el
cumplimiento del Derecho de la Unión, persiguiendo las
violaciones de que sea objeto y recurriendo, en caso ne-
cesario, al citado Tribunal de Justicia: bajo este prisma,
actúa como “Guardián del Ordenamiento Europeo”.
Pero igualmente le corresponde hacer propuestas legis-
lativas al Consejo, lo que la convierte en el motor im-
pulsor de las normas y políticas institucionales europeas.

Por medio de sus recomendaciones, aconseja o sugiere la
adopción de determinados comportamientos a sus desti-
natarios, que pueden ser todos o algunos de los Estados
miembros, otras instituciones, organismos y órganos de la
propia UE e incluso personas concretas (físicas o jurídicas).
Tales actos carecen de efectos vinculantes (no obligan co-
ercitivamente), puesto que no imponen deberes o man-
datos in iure a quienes van dirigidos: se trata de meras pro-
posiciones de cumplimiento facultativo o voluntario.
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DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA Y DEL CONSEJO DE EUROPAEducación, empleo e igualdad de género 
en el nuevo pilar europeo de derechos sociales

RESUMEN
Breve, pero completo comentario acerca de la Recomendación (UE) 2017/761 de la Comisión Europea, de 26 de abril de 2017, sobre el Pilar Europeo
de Derechos Sociales y su particular incidencia en las cuestiones educativas y laborales relacionadas con la igualdad entre mujeres y hombres.

Palabras clave: Comisión Europea; Derechos y principios sociales; Educación inclusiva y de buena calidad; Eurozona; Igualdad de sexos y no
discriminación: igualdad de oportunidades; Igualdad retributiva entre mujeres y hombres para un mismo trabajo; Justicia y Protección; Pilar
Europeo – Recomendación; Unión Europea (UE), Estados miembros e interlocutores sociales.

ABSTRACT
Brief, but complete commentary about the Commission Recommendation (EU) 2017/761, of April 2017, on the European Pillar of Social Rights
and its special incidence on educational and working questions which are connected with gender equality.

Keywords: European Commission; Social rights and principles; Inclusive and good quality education; Eurozone; Sex equality and no
discrimination: equal opportunities; Equal pay between women and men for equal work; Justice and protection; European Pillar;
Recommendation; European Unión (EU), Member States and social partners.

“La lucha por los derechos es, en última instancia, una lucha por las oportunidades”
(Martin LUTHER KING: Los tiempos venideros, III, en MARTIN LUTHER KING. 
Un sueño de igualdad, Diario Público, Barcelona, 2010, página 133).



En el caso que nos ocupa, la Comisión pretende esti-
mular y renovar sustancialmente el “modelo social eu-
ropeo”, que se ha construido a partir de la normativa bá-
sica o Derecho primario de la UE, destacando al
respecto el Tratado de la Unión Europea (firmado en
Maastricht, el 7 de febrero de 1992: véase su artícu-
lo/art. 3), el Tratado de Funcionamiento de la Unión
Europea (nombre actual del Tratado de Roma, de 25 de
marzo de 1957, por el que se creó la Comunidad Eco-
nómica Europea; vid., entre otros, sus arts. 151 a 161)
y la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Eu-
ropea (de 7 de diciembre de 2000, que posee idéntico
rango que los Tratados anteriores), donde se proclaman
los principios y valores superiores que inspiran e infor-
man aquel modelo social (uno de los más avanzados del
mundo). Y sin olvidar el crucial influjo que ejerce sobre
el mismo la jurisprudencia del Tribunal de Justicia.

Promover el bienestar de los pueblos que componen di-
cha Unión, trabajar en pro del desarrollo sostenible de
Europa, incentivar las políticas orientadas al pleno em-
pleo y al progreso económico y social, alentar la igualdad
y la no discriminación (fundamentalmente entre mujeres
y hombres), fomentar la justicia y la protección sanitaria
integral de las personas (evitando la exclusión de los gru-
pos menos favorecidos), mejorar las condiciones labora-
les o garantizar la defensa de los derechos de la población
infantil constituyen, a grandes rasgos, algunos de esos va-
lores, objetivos y principios que sustentan con firmeza el
proyecto edificador de una Europa social, en el que han
adquirido un notable protagonismo la propia UE (a tra-
vés de sus instituciones) y los Estados miembros, pero
también los interlocutores sociales, la sociedad civil y, por
supuesto, las ciudadanas y ciudadanos.

II. GÉNESIS DEL NUEVO PILAR
La idea de establecer un Pilar Europeo de Derechos So-
ciales fue propugnada de modo original por el presiden-
te de la Comisión, Jean-Claude Juncker, en su primer
discurso sobre el Estado de la Unión, pronunciado en la
Eurocámara, el 9 de septiembre de 2015: “tengo la in-
tención –dijo entonces– de desarrollar un Pilar Europeo de
Derechos Sociales que tenga en cuenta las cambiantes rea-
lidades de las sociedades europeas y el mundo del trabajo,
y que puede servir de guía para una convergencia renova-
da en la zona del euro”.

Tras este anuncio, la Comisión presentó, en marzo de
2016, el borrador inicial del Pilar y puso en marcha una
amplia consulta pública para recabar opiniones y puntos
de vista sobre su futuro contenido (vid. su Comunicación
Apertura de una consulta sobre un Pilar Europeo de De-
rechos Sociales, documento COM [2016] 127, de 8 de
marzo de 2016). El 23 de enero de 2017 organizó una
conferencia de alto nivel para concluir este proceso de
consulta, cuyos resultados se condensaron posteriormen-
te en un documento simultáneo a la Recomendación (el

documento SWD [2017] 206, de 26 de abril de 2017,
que acompañó –junto con otros– a la Comunicación de
la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comi-
té Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones.
Establecimiento de un Pilar Europeo de Derechos Sociales,
de la misma fecha, documento COM [2017] 250 final).

Las demás instituciones de la Unión y partes involucradas
también trabajaron activamente en aquella propuesta. Así,
el Parlamento Europeo adoptó su Resolución de 19 de ene-
ro de 2017 (documento 2016/2095 [INI]), donde reali-
zó una llamada a favor de la instauración de un Pilar sóli-
do para reforzar los derechos sociales, ejercer un efecto
positivo en la vida de las personas a corto y medio plazo y
apoyar la construcción europea del siglo XXI. Previamen-
te, el Comité Europeo de las Regiones elaboró un Dicta-
men de 11 de octubre de 2016 (documento CDR
2868/2016) y, más tarde, el Comité Económico y Social
Europeo hizo lo propio al respecto (Dictamen de 25 de
enero de 2017, documento SOC/542-01902-00-01-ac).

De idéntica forma, los Estados miembros y las institu-
ciones de la UE se comprometieron al logro de una Eu-
ropa social, basada en el crecimiento sostenible, el pro-
greso socio-económico, la cohesión y la convergencia,
preservando la integridad del mercado interior, a través
de la Declaración de Roma, de 25 de marzo de 2017. Y la
Declaración conjunta de los interlocutores sociales, de 24
de marzo de 2017, recogió el compromiso de estos últi-
mos para seguir contribuyendo a que Europa ofrezca re-
sultados a sus trabajadores y empresas.
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III. OBJETIVOS, 
ÁMBITO DE APLICACIÓN Y CONTENIDO
Por otro lado, la Unión se enfrenta hoy día a dos gran-
des retos que han influido decisivamente en la propues-
ta de un Pilar Europeo de Derechos Sociales. De una
parte, a la frenética evolución de los mercados y de la so-
ciedad humana con la globalización derivada de los cam-
bios tecnológicos, económicos y sociales acaecidos: la re-
volución digital, la transformación y renovación de los
métodos y sistemas de trabajo, los continuos movimien-
tos migratorios, el desarrollo demográfico, etc.



Y de otra, a la superación definitiva de una prolongada
crisis económica y financiera de dimensión planetaria,
que aún está surtiendo unos efectos muy nocivos (parti-
cularmente en los ámbitos educacional, laboral y sanita-
rio), al acentuar los desequilibrios sociales, que afectan
en especial a los colectivos más débiles y que tampoco
resultan favorables para la adecuada consolidación de la
igualdad de género.

El Pilar Europeo recomendado por la Comisión aspira a
ser la brújula o guía hacia resultados sociales y de empleo
eficientes que respondan a los desafíos presentes y veni-
deros, en aras de cubrir las demandas y necesidades más
elementales de la ciudadanía, así como para asegurar una
mejor regulación y aplicabilidad de sus derechos. Aun-
que está concebido para la zona donde opera la unión
monetaria (la aludida Eurozona o Zona Euro, integrada
por 19 países socios de la UE, entre ellos España), tam-
bién podrá extenderse a todos los Estados miembros que
deseen participar en él: se trata de una propuesta abier-
ta y dinámica para adaptarse a situaciones diversas y a en-
tornos socio-económicos cambiantes.

En cuanto a su contenido, expresa un conjunto de prin-
cipios, derechos y libertades esenciales para el buen uso y
justo funcionamiento de los mercados laborales y de los
sistemas de bienestar en la Europa del nuevo siglo, reafir-
mando algunos de los derechos comprendidos en el acer-
vo normativo de la Unión (y en el Derecho internacional)
y añadiendo novedosos principios que abordan los desa-
fíos surgidos con la crisis económica, los avances técnicos
y los cambios sociales. Los principios que consagra afec-
tan a las ciudadanas y ciudadanos de la UE, así como a las
personas nacionales de terceros países con residencia legal.

Todo ello, sin perjuicio de que los Estados miembros y
sus interlocutores sociales incorporen normas mucho
más ambiciosas (con fuerza obligatoria), pues en ningún
caso las disposiciones del Pilar Europeo deberán inter-
pretarse como impeditivas, limitadoras o lesivas de los
derechos y principios ya reconocidos por los Ordena-
mientos internos de los Estados miembros, el Derecho
de la Unión, el Derecho internacional o los Acuerdos in-
ternacionales en que son parte la propia UE o sus países
socios (como la Carta Social Europea, elaborada por el
Consejo de Europa y suscrita en Turín, el 18 de octubre
de 1961, o los Convenios y Recomendaciones de la Orga-
nización Internacional del Trabajo).

Aparte de formularse como una recomendación, el Pilar
también se presenta bajo la forma iuris de una propues-
ta de proclamación conjunta del Parlamento Europeo, el
Consejo y la Comisión. A este respecto, es preciso que ta-
les instituciones debatan para alcanzar el mayor consen-
so político posible sobre dicho Pilar y su incidencia en la
vida de las personas. En lo atinente a su financiamiento,
se hará a través de los Fondos de la Unión y en particu-
lar por medio del Fondo Social Europeo. Cumplir sus
objetivos implicará, además, un compromiso y una res-

ponsabilidad compartidas por la UE, los Estados miem-
bros y los interlocutores sociales, debiendo aplicarse los
principios y derechos del Pilar tanto a escala de la Unión,
como de los países socios, en sus respectivas competen-
cias y de conformidad con el principio de subsidiariedad.

IV. ESTRUCTURACIÓN SISTEMÁTICA DEL PILAR
En cuanto a su estructura, el nuevo Pilar Europeo de
Derechos Sociales se ordena sistemáticamente en tres ca-
pítulos (uno por cada bloque temático), que se dividen
a su vez en varios apartados. Por obvias limitaciones de
espacio, este sencillo comentario se centrará exclusiva-
mente en aquellos aspectos que vayan a tener una in-
fluencia destacada sobre la igualdad y la no discrimina-
ción entre mujeres y hombres.

Capítulo I: Igualdad de oportunidades 
y de acceso al mercado laboral

Su primer capítulo lleva por rúbrica Igualdad de oportu-
nidades y de acceso al mercado de trabajo y consta de cua-
tro apartados. En el primero de ellos (apartado 1, titula-
do Educación, formación y aprendizaje permanente), se
proclama el derecho de toda persona “a una educación,
formación y aprendizaje permanente inclusivos y de cali-
dad, a fin de mantener y adquirir capacidades que les per-
mitan participar plenamente en la sociedad y gestionar
con éxito las transiciones en el mercado laboral”. Resul-
ta evidente que una educación abierta, integradora y no
segregada por sexos, basada en valores como la diversi-
dad y la tolerancia, el respeto o la solidaridad, favorece la
inserción educativa de niñas, niños y adolescentes, ayu-
dándoles en su desarrollo humano, a su progresiva parti-
cipación en los diferentes ámbitos de la vida social y en
su futura incorporación al mundo del trabajo.

El apartado siguiente, el n.º 2, no es menos importan-
te, pues versa sobre la Igualdad de género: “La igualdad
de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres –reza
su letra a – debe garantizarse y fomentarse en todos los
ámbitos, también en relación con la participación en el
mercado laboral, las condiciones de trabajo y de empleo y
la progresión de la carrera”. No cabe duda de que este
apartado se inspira directamente en el art. 23 de la Car-
ta de Derechos Fundamentales de la UE, aunque elude
referirse a la posible compatibilidad de tal principio igua-
litario con el mantenimiento o la adopción de medidas
que ofrezcan ventajas concretas en favor del sexo menos
representado (destinadas a facilitar a sus componentes el
ejercicio de profesiones o a evitar o compensar desven-
tajas en sus carreras profesionales).

Además, el apartado 2 reconoce que “Las mujeres y los
hombres tienen derecho a la igualdad de retribución para
un trabajo de igual valor” (letra b), algo que de forma la-
mentable y reiterada se incumple en la práctica: hay una
evidente “brecha salarial”, casi siempre en detrimento de
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las trabajadoras, quienes suelen percibir sueldos sensible-
mente inferiores a los que cobran los hombres por ejer-
cer la misma ocupación o un trabajo de idéntico valor.
Aquí el Pilar pretende reimpulsar y complementar al prin-
cipio de igualación remunerativa entre sexos que en su
día solemnizó y precisó con detalle el art. 157 del ante-
dicho Tratado de Funcionamiento de la UE.

Tal apartado también debe ponerse en conexión con el
n.º 6 del Capítulo II del comentado Pilar: concreta-
mente con el “derecho a salarios justos que proporcionen
un nivel de vida digno”, que permitan satisfacer las ne-
cesidades de la persona trabajadora y de su familia (evi-
tando su pobreza) y que sean fijados de manera transpa-
rente y predecible (letras a, b y c).

Conviene resaltar, asimismo, el apartado 3, que se ocu-
pa de la Igualdad de oportunidades y donde se proclama
“el derecho a la igualdad de trato y de oportunidades en
relación con el empleo, la protección social, la educación y
el acceso a bienes y servicios a disposición del público”, con
independencia de las circunstancias y condiciones perso-
nales o sociales de cada individuo (origen racial o étni-
co, religión o convicciones, edad, discapacidad), citán-
dose entre ellas el “género” (primera mención) y la
“orientación sexual” (última mención). De modo adi-
cional, añade que se deberá promover “la igualdad de
oportunidades de los grupos infrarrepresentados”.

El capítulo I se cierra con una referencia al Apoyo activo
para el empleo (apartado 4), haciendo hincapié en la si-
tuación de la juventud y de las personas desempleadas,
pero no en el supuesto de las mujeres trabajadoras, cuya
inserción o reinserción laboral (particularmente tras un
parto) suele ser complicada, sobre todo para compagi-
nar el desempeño de un oficio o profesión con sus res-
ponsabilidades maternales o familiares.

Capítulo II: Condiciones laborales justas

Bajo el rótulo Condiciones de trabajo justas, el siguiente
capítulo se encarga de varias cuestiones de indudable in-
terés para cualquier trabajador o trabajadora, enten-
diendo por tal a toda persona con un empleo, indepen-
dientemente de su situación laboral y de la modalidad y
duración de su puesto de trabajo.

El empleo seguro y adaptable, los salarios, la informa-
ción relativa a las condiciones laborales y la protección
en caso de despido, el diálogo social y la participación de
los trabajadores o la protección de sus datos personales
son objeto de abordaje en sus apartados 5 a 10.

Entre dichas cuestiones es oportuno detenerse en un as-
pecto verdaderamente novedoso: el Equilibrio entre vida
profesional y vida privada. Según el apartado 9, “Los pa-
dres y las personas con responsabilidades asistenciales [pen-
semos, verbigracia, en las tutoras y tutores de individuos
judicialmente incapacitados o, sin ir más lejos, en las cui-
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dadoras y cuidadores familiares –mayoritariamente fémi-
nas: hermanas, hijas, nietas– de personas dependientes]
tienen derecho a los permisos adecuados, a unas condiciones
de trabajo flexibles y a servicios de asistencia” (inciso 1.º).

Para las mujeres trabajadoras, tales permisos, tal flexibili-
dad en sus condiciones laborales y tales servicios de índo-
le asistencial resultan esenciales (por no decir indispensa-
bles) en aras de poder compatibilizar su vida con una
ocupación estable que les permita subsistir con dignidad e
independencia y realizarse plenamente. De ahí que el mis-
mo apartado haga una oportuna alusión a la igualdad de
género, cuando afirma que “Las mujeres y los hombres debe-
rán tener igualdad de acceso [a] permisos especiales para
cumplir con sus responsabilidades asistenciales y deberá ani-
márseles a utilizarlos de forma equilibrada” (inciso 2.º).

Capítulo III: Protección e inclusión sociales

El tercer y último capítulo del Pilar gira en torno a la
Protección e inclusión social (apartados 11 a 20). La pro-
tección adecuada de las trabajadoras y trabajadores (tan-
to por cuenta ajena, como por cuenta propia), las pres-
taciones por desempleo, el establecimiento de una renta
mínima para quienes carecen de recursos suficientes, la
inclusión de las personas con discapacidad, el acceso a
una sanidad asequible y de buena calidad, la vivienda y
la asistencia para la gente sin hogar o el acceso a los ser-
vicios esenciales (agua, energía, saneamiento, transpor-
te…) son los temas tratados en este último bloque de
derechos y principios sociales europeos.

De ellos, y a efectos de este sintético trabajo, es perti-
nente comentar de manera sucinta el apartado 11, sobre
Asistencia y apoyo a los niños. Éstos “tienen derecho a dis-
frutar de una educación y asistencia infantil asequibles y
de buena calidad” (letra a), es decir, a recibir una ense-
ñanza, instrucción o formación académica económica-
mente accesible y, sobre todo, útil y provechosa en tér-
minos educativos y humanos.

Así mismo, “tienen derecho a la protección contra la po-
breza” y, de modo especial, “los niños procedentes de en-
tornos desfavorecidos tienen derecho a medidas específicas
destinadas a promover la igualdad de oportunidades” (le-
tra b), lo que sin duda ha de beneficiar a las niñas que vi-
ven en esos ambientes precarios o socialmente desfavo-
rables, con escasas posibilidades de cambio (proclives al
analfabetismo, a la miseria, a la delincuencia, a la explo-
tación sexual…), para que puedan aprender de forma
constructiva, evolucionar como personas, formarse co-
mo futuras trabajadoras aptas para el mercado laboral,
participar e integrarse en la sociedad, progresar y conse-
guir una vida mejor para ellas y sus familias.

También sobresale el apartado 15, que se dedica a las
Pensiones y prestaciones de vejez. Conforme al inciso 1.º
de su letra a, “Los trabajadores por cuenta ajena y por
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cuenta propia tienen derecho a percibir una pensión de ju-
bilación acorde a sus contribuciones que garantice una
renta adecuada”.

Este apartado añade la última cita del Pilar sobre la igual-
dad de género: “Las mujeres y los hombres –asevera su in-
ciso 2.º y final– deberán tener las mismas oportunidades
para adquirir derechos de pensión”. A juicio de quien es-
cribe, ello debe entenderse como una propuesta de la
Comisión para que las Instituciones de la UE, las Auto-
ridades nacionales competentes de los Estados miembros
(de todos los ámbitos territoriales: estatal, regional, local)
y los interlocutores sociales auspicien, promuevan y
acuerden medidas que faciliten el acceso a una pensión y
a otras prestaciones de vejez “mínimas” para todas aque-
llas mujeres de la tercera edad en situaciones peculiar-
mente vulnerables, cuyas vidas en modo alguno pueden
quedar desprotegidas en aspectos tan trascendentales co-
mo la subsistencia económica, la sanidad o la vivienda.

En este sentido, conviene mencionar el apartado 18, re-
lativo a los Cuidados de larga duración, toda vez que la
gran mayoría de mujeres “de la edad dorada” necesitan
–por sus problemas de salud o de movimiento– ayudas,
atenciones y asistencia continuas o regulares de terceras
personas para desenvolverse, trasladarse, interrelacionar-
se y vivir dignamente cada día. “Toda persona –reza el
aludido apartado– tiene derecho a cuidados de larga du-
ración asequibles y de buena calidad, en particular de asis-
tencia a domicilio y servicios comunitarios”.

Para terminar, el apartado 19 previene que “Las personas
vulnerables [entre las que indubitablemente se encuen-
tran las mujeres en situaciones socio-económicas delica-
das] tienen derecho a una asistencia y [a] una protección
adecuadas frente a un desalojo forzoso” (letra b), lo que
refleja cierta sensibilidad de la Comisión Europea hacia
el terrible problema social de los desahucios, cuya cru-
deza ha ido in crescendo durante la crisis económica.

tos tecnológicos, la evolución demográfica y los cambios
en las pautas de trabajo), que refuerce la trascendencia y
efectividad de los derechos y libertades de la ciudadanía,
en términos de igualdad, justicia y protección.

Su establecimiento debe formar parte de un amplio es-
fuerzo común por levantar un nuevo paradigma de cre-
cimiento más inclusivo y sostenible, que no sólo mejore
la competitividad de Europa y atraiga las inversiones, si-
no que además haga de ella el mejor lugar para vivir, tra-
bajar y promover la cohesión social de una gran diversi-
dad humana. Desde un enfoque meramente jurídico, no
supone un límite u obstáculo, sino todo lo contrario: es
un punto de inflexión y un paso adelante de los derechos
individuales y colectivos para que la UE, sus países miem-
bros y los interlocutores sociales aprueben normas y dis-
posiciones más ambiciosas, que contribuyan a la aplica-
ción y observancia de tales derechos, produciendo un
efecto beneficioso sobre la vida cotidiana de los cerca de
320 millones de personas que conviven en la Zona Euro.

Uno de sus principales desafíos consiste en luchar contra
las fuertes desigualdades sociales creadas por la crisis y, so-
bre todo, contra las discriminaciones objetivamente injus-
tificadas que siguen existiendo por razón de sexo. En es-
ta línea, destaca la decisiva apuesta del Pilar por fomentar
y garantizar la igualdad de trato y de oportunidades entre
mujeres y hombres en todos los ámbitos, pero singular-
mente en el mercado de trabajo, en las condiciones sala-
riales y en la progresión de la carrera profesional.

Por otra parte, cabría reprochar que la Comisión quizás
se haya centrado demasiado en las cuestiones de índole
laboral (dada la enorme importancia que revisten hoy en
Europa, junto con el grave problema del desempleo),
ocupándose de forma menos pormenorizada y más so-
mera, en cambio, de otros temas sociales igualmente re-
levantes, como la educación, la sanidad, el acceso a la vi-
vienda o los servicios esenciales.

Así mismo, se observa en el Pilar (sobre todo en sus ca-
pítulos II y III) el empleo de un léxico de notorio corte
“sexista”, lo que resulta sorprendente y, desde luego, cri-
ticable: por ejemplo, para referirse a ambos sexos se uti-
lizan los términos “trabajadores”, “ocupados”, “empre-
sarios”, “padres” o “niños”, cuando tal vez sería más
lógico y conveniente –bajo los parámetros igualadores y
no discriminatorios postulados por el propio Pilar– el
uso, en su lugar, de otras expresiones más neutras y
equilibradas, tales como “trabajadoras y trabajadores”,
“personas ocupadas”, “empresarias y empresarios”,
“progenitores” o “niñas y niños”, respectivamente.

En cualquier caso, ello no obsta para que el nuevo Pilar
represente, en definitiva, una gran oportunidad de con-
seguir una Europa más justa, inclusiva y social, donde la
igualdad de oportunidades y de acceso a la educación y
al trabajo, así como la protección e integración de todas
sus ciudadanas y ciudadanos, puedan ser menos abstrac-
tas y más reales en un porvenir no muy lejano.
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V. A MODO DE CONCLUSIÓN
El nuevo Pilar constituye una valiosa recomendación y
propuesta de la Comisión Europea, dirigida a las Insti-
tuciones de la UE, a los Estados miembros y a los inter-
locutores sociales, para acometer una profunda renova-
ción del modelo europeo de sociedad, en pos de
adaptarlo a la realidad contemporánea (marcada princi-
palmente por la susodicha crisis económica, los adelan-
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RESUMEN
La Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la Víctima del Delito tiene una
muy importante dimensión de género. Un buen número de sus artículos se
refiere a delitos de los que solo las mujeres pueden ser víctimas –como los
delitos de violencia de género– y de los que las mujeres son habitualmente
víctimas –como los delitos contra la indemnidad y/o libertad sexual–.
Además, las víctimas atendidas en las oficinas de asistencia a las víctimas
son mayoritariamente mujeres. No significan estos datos que las mujeres
sean en más ocasiones víctimas de delitos que los hombres, pero sí que
los delitos contra la mujeres son delitos que generan una mayor
victimización. El estudio analiza las novedades del Estatuto de la Víctima
del Delito frente a la regulación previa y centrándonos en particular en
aquellas de sus normas donde se aprecia una más evidente dimensión de
género. Bajo esta perspectiva, se analizan los derechos básicos de las
víctimas del delito, la participación de la víctima en el proceso penal y la
protección de las víctimas del delito.

Palabras clave: Protección de las víctimas del delito; igualdad de
mujeres y hombres.

ABSTRACT
Law 4/2015, of April 27, of the Statute of the Victim of Crime,
has a very important gender dimension. A good number of its
articles refer to offenses of which only women can be victims
–such as crimes of gender violence– and of which women are
usually victims –such as crimes against sexual immunity and/or
sexual liberty–. In addition, victims assisted in victim assistance
offices are mostly women. These data do not mean that women
are more often victims of crimes than men, but crimes against
women are crimes that generate greater victimization. The study
analyzes the novelties of the Statute of the Victim of Crime
compared to the previous regulation and focusing in particular
on those of norms where a more evident gender dimension is
appreciated. From this perspective, the basic rights of victims of
crime, the participation of the victim in the criminal process and
the protection of victims of crime are analyzed.

Keywords: Protection of victims of crime; Equality of women
and men.

1. LA IMPORTANTE DIMENSIÓN
DE GÉNERO DEL ESTATUTO 
DE LA VÍCTIMA DEL DELITO
La reciente Ley 4/2015, de 27 de
abril, del Estatuto de la Víctima del
Delito, dictada en transposición de
la Directiva 2012/29/UE del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de
25 de octubre de 2012, tiene una
muy importante dimensión de gé-
nero.

Una simple lectura del EVD nos
confirma como doquiera en su arti-
culado se alude a delitos que, o bien
solo los pueden sufrir las mujeres, o
bien quienes habitualmente los su-
fren son las mujeres: la violencia de
género –arts. 8.3 y 10–, la violencia
doméstica –art. 10–, los delitos co-
metidos sobre el cónyuge o persona
que esté o haya estado ligada al au-
tor por una análoga relación de afec-

tividad –arts. 23 y 25–, los delitos de
aborto sin consentimiento de la mu-
jer –art. 13–, los delitos contra la in-
demnidad y/o libertad sexual –arts.
13, 19, 23 y 25–, o los delitos de
trata de seres humanos –art. 13–, y
los delitos de trata con fines de ex-
plotación sexual –art. 25–.

Idéntica comprobación con idénti-
co resultado se puede realizar con-
siderando la fragmentaria normati-
va sobre protección de víctimas
existente en nuestro ordenamiento
jurídico con anterioridad al EVD
–que además el EDV ni deroga ni
reforma, es decir esa normativa se
mantiene intacta en sus respectivos
ámbitos de aplicación–, pues en ella
encontramos –además de la norma-
tiva sobre víctimas del terrorismo y
menores– dos leyes especiales cuya
denominación ya delata su dimen-
sión de género: la Ley 35/1995, de
11 de diciembre, de ayuda y asis-
tencia a las víctimas de delitos vio-
lentos y contra la libertad sexual, y
la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de
diciembre, de Medidas de Protec-
ción Integral contra la Violencia de
Género.

Además, la realidad estadística viene
a corroborar que, en efecto, las mu-
jeres son las que mayoritariamente
acuden a los servicios de asistencia a

13

1Sobre la distinción entra las manifesta-
ciones primarias y secundarias de violencia
de género, me permito remitir al lector/a
a mi estudio “El derecho fundamental a
vivir sin violencia de género”, Anales de la
Cátedra Francisco Suárez, núm. 48, 2014,
p. 31. También me permito remitir al lec-
tor/a al capítulo sobre acoso sexual y
acoso sexista de mi libro “El derecho fun-
damental a la igualdad efectiva de mujeres
y hombres”, Tirant lo Blanch, Valencia,
2015, pps. 309 ss.
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las personas víctimas de delitos. Por
ejemplificar con algunos datos ac-
tualizados fácilmente accesibles a
través de su búsqueda en la web, en
Andalucía, de las 10.667 personas
atendidas entre enero y noviembre
de 2015, un total de 8.544 eran
mujeres, el 80,09%, mientras que
1645 eran hombres y 478 se corres-
ponden con asistencias instituciona-
les (últimos datos ofrecidos por el
Servicio de Atención de Víctimas de
Andalucía, SAVA). Y en la Comuni-
dad Autónoma Valenciana, de las
13.599 personas atendidas en 2015,
un total de 10.929 eran mujeres, el
80,37% (últimos datos ofrecidos por
la Fundación de Atención a las Víc-
timas del Delito, FAVIDE).
Tales estadísticas se explican, no en
que las mujeres sean en más ocasio-
nes víctimas de delitos que los hom-
bres, sino en que, a causa de los
prejuicios socioculturales asociados
al sexo –es decir a causa del géne-
ro–, la victimización de las mujeres
–es decir, los daños sobre las muje-
res derivados del acto delictivo– es
superior a la sufrida por los hom-
bres, tanto si estamos ante victimi-
zación derivada de las manifestacio-
nes primarias de violencia de género
como si estamos ante victimización
derivada de las manifestaciones se-
cundarias de la violencia de género1.



En primer lugar, porque los este-
reotipos de género determinan la
existencia de delitos que afectan
solo o mayoritariamente a muje-
res. 

Baste un recordatorio no exhausti-
vo de las manifestaciones primarias
de violencia de género aún persis-
tentes en el mundo actual: maltra-
to físico, psíquico, sexual, social o
económico por la pareja o familia-
res; matrimonios forzosos; matri-
monios infantiles; violencia relacio-
nada con la dote; lapidación u
otros castigos de las adúlteras; crí-
menes de honor; inmolación de la
viuda –sati hindú–; muerte civil de
las viudas; abortos forzados; abor-
tos selectivos e infanticidio femeni-
no; abandono de niñas; sustracción
de bebes a madres solteras; viola-
ciones, agresiones, abusos sexuales
e imposición de relaciones sexuales
no deseadas; rapto; tournantes, o
violaciones múltiples; escisión, in-
fibulación u otra mutilación de la
totalidad o parte de los labios ma-
yores, labios menores o clítoris de
una mujer; esterilización forzada;
segregación de mujeres con fístula
obstétrica; abuso de medicalización
de procesos naturales; trata de mu-
jeres, adolescentes y niñas; venta de
niñas; prostitución; esclavitud se-
xual; violaciones de guerra, campos
de violación y mujeres de solaz; fe-
minicidio íntimo directo –homici-
dio de una mujer por su cónyuge,
pareja, familiar o similar– o relacio-
nal –se mata a una persona por su
relación con la mujer cónyuge, pa-
reja, familiar o similar–, y feminici-
dio no íntimo –cuando el homici-
da no tiene relación con la mujer–,
denominándose generocidio cuan-
do se busca la exterminación deli-
berada de mujeres –como la masa-
cre de Montreal o los crímenes de
Ciudad Juárez–; lesbofobia y viola-
ciones o agresiones sexuales para
“corregir” la orientación lésbica;
acoso sexual y acoso sexista en el
trabajo o en otras relaciones socia-
les, incluso proveniente de perso-
nas desconocidas.

1

En segundo lugar, porque las mani-
festaciones primarias de violencia
contra las mujeres, causantes de vic-
timización primaria, pueden –y sue-
len– ir acompañadas de otras secun-
darias, causantes de victimización
secundaria: la violencia estructural
–dirigida a mantener la sumisión de
la mujer al hombre, lo que incluye la
incitación a no denunciar la violen-
cia–, la violencia normativa –cuando
el ordenamiento no ofrece una res-
puesta adecuada a la violencia, por
ejemplo no penaliza o infrapenaliza
la violencia–, la violencia institucio-
nal –cuando las instituciones no
ofrecen una respuesta adecuada a la
violencia, por ejemplo, la banaliza-
ción de denuncias por policía, fisca-
lía o judicatura–, la culpabilización
de la víctima –es la violencia dirigida
contra la víctima responsabilizándo-
la de la situación existente, por
ejemplo, porque provocó al hombre
que la violó, o porque denunció al-
terando la paz familiar–, la reacción
ideológica –por ejemplo, la crítica a
la ideología de la igualdad–, o los
ataques a los sujetos defensores de la
igualdad. Las manifestaciones se-
cundarias de violencia de género
pueden ser padecidas tanto por la
mujer como por otras personas con
ella relacionadas, y, singularmente,
sus familiares cuando ella fallezca,
por ejemplo por continuar con el
proceso penal –es la violencia de gé-
nero indirecta–.

Bajo estas premisas, realizaremos un
breve repaso del EVD con la finali-
dad de verificar cuáles son sus nove-
dades frente a la regulación previa y
centrándonos en particular en aque-
llas de sus normas donde se aprecia
una más evidente dimensión de gé-
nero, pero sin olvidar que todas sus
normas, en mayor o menor medida,
la tienen.

2. CONCEPTO DE 
VÍCTIMA DEL DELITO
Al definir cuál es su ámbito de apli-
cación, el EDV incluye a la totali-
dad de las víctimas de delitos co-

2 metidos en España o que puedan
ser perseguidos en España, con in-
dependencia de su nacionalidad, de
si son mayores o menores de edad
o de si disfrutan o no de residencia
legal –art. 1–, especificaciones estas
últimas que deben ser bien valora-
das si consideramos que, entre las
personas extranjeras y especialmen-
te las irregulares, la victimización
suele ser superior a la padecida por
las personas nacionales ante unos
mismos delitos. 

La alusión a delitos debe ser puesta
en relación con la Ley Orgánica
1/2015, de 30 de marzo, por la
que se modifica el Código Penal,
que ha supuesto la desaparición no-
minal de las faltas pasando a ser de-
litos leves, con lo cual, dado que el
EVD no distingue, la víctima a la
que se refiere el EVD tanto lo pue-
de ser por un delito grave o menos
grave como por un delito leve.
Igualmente irrelevante es el grado
de tentativa, consumación o frus-
tración del delito. Por lo demás, lo
trascendente es la existencia de de-
lito, con independencia de si está
identificado su autor, o de si el pro-
ceso penal remata en sentencia con-
denatoria o no2.

14

2Aunque el EVD no contiene una cláusu-
la por la que se aclare que la consideración
de alguien como víctima es independiente
de si el delincuente ha sido identificado,
detenido, acusado o condenado, a seme-
janza de otros textos internacionales y co-
munitarios sobre la protección de las vícti-
mas de delitos, ello “tiene escasa
trascendencia, pues (esa cláusula) cabe
considerarla implícita en el mismo hecho
de que la Ley aluda a víctimas y no a pre-
suntas víctimas, como desde algunos sec-
tores se ha propugnado en una voluntad
de ser escrupuloso con la presunción de
inocencia de la persona imputada por un
delito: buena parte de los derechos previs-
tos en la Ley no están condicionados a que
exista persona imputada y en los casos en
que ello sea así está claro que la atribución
de la condición de víctima no prejuzga que
el imputado sea responsable penal del he-
cho”, Josep M. TAMARIT SUMALLA,
“Los derechos de las víctimas”, en Josep
M. TAMARIT SUMALLA / Carolina
VILLACAMPA ESTIARTE / Mercedes
SERRANO MASIP, “El Estatuto de las
Víctimas de Delitos. Comentarios a la Ley
4/2015”, Tirant lo Blanch, Valencia, 2015,
pp. 35 y 36.
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Víctimas directas e indirectas

Inmediatamente después de definir
su ámbito de aplicación, el EVD
–art. 2– define a las víctimas distin-
guiendo entre víctimas directas e in-
directas. Tal distinción entre vícti-
mas directas e indirectas no aparece
explícitamente expresada en la Di-
rectiva 2012/29/UE, aunque se
puede deducir de la definición de
víctima que contiene al incluir tan-
to a “la persona física que haya su-
frido un daño o perjuicio, en espe-
cial lesiones físicas o mentales,
daños emocionales o un perjuicio
económico, directamente causado
por una infracción penal”, como a
“los familiares de una persona cuya
muerte haya sido directamente cau-
sada por un delito y que haya sufri-
do un daño o perjuicio como con-
secuencia de la muerte de dicha
persona” –art. 2.1.a)–.

Víctima directa es toda persona
física que haya sufrido un daño o
perjuicio sobre su propia persona o
patrimonio, en especial lesiones físi-
cas o psíquicas, daños emocionales
o perjuicios económicos directa-
mente causados por la comisión de
un delito. No se incluyen expresa-
mente (como había solicitado el
CGPJ en su Informe al Proyecto de
Ley) a los hijos de víctimas de vio-
lencia de género, pero la alusión a
lesiones psíquicas permite su inclu-
sión evitando que queden injustifi-
cadamente fuera.

Víctimas indirectas son, en los ca-
sos de muerte o desaparición de una
persona (sin embargo, no en otros
casos diferentes que acaso merecie-
ran una igual consideración, como,

2.1

I

II

por ejemplo, el caso de lesiones muy
graves que conviertan a la víctima en
dependiente del cuidado de terceras
personas) que haya sido causada di-
rectamente por un delito, salvo que
se tratare de los responsables de los
hechos (la responsabilidad a la que la
norma quiere aludir es la penal, sin
comprender a la civil):

1º. El cónyuge no separado legal-
mente o de hecho y los hijos de la
víctima o del cónyuge no separado
legalmente o de hecho que en el
momento de la muerte o desapari-
ción de la víctima convivieran con
ellos; la persona que hasta el mo-
mento de la muerte o desaparición
hubiera estado unida a ella por una
análoga relación de afectividad y a
los hijos de esta que en el momento
de la muerte o desaparición de la
víctima convivieran con ella; así co-
mo los progenitores y parientes en
línea recta o colateral dentro del ter-
cer grado que se encontraren bajo
su guarda y a las personas sujetas a
su tutela o curatela o que se encon-
traren bajo su acogimiento familiar.

2º. En caso de no existir los anterio-
res (nos encontramos ante una es-
pecie de víctimas subsidiarias, lo que
supone establecer un orden de pre-
lación justificado cuando se trata de
asignar ayudas en un contexto de
reparto de recursos escasos, pero
que no tiene ninguna justificación
cuando se trata de definir el con-
cepto de víctima), los demás parien-
tes en línea recta y a sus hermanos,
con preferencia, entre ellos, de
aquel que ostentara la representa-
ción legal de la víctima (exigencia
de representación legal de la víctima
criticable por el mismo motivo de
que, si bien se justifica cuando se

trata de asignar ayudas en un con-
texto de reparto de recursos escasos,
es nula su justificación cuando se
trata de realizar una definición ge-
neral de víctima indirecta).

Se trata, en consecuencia, de un
“concepto omnicomprensivo” de
víctima del delito “por cuanto se ex-
tiende a toda persona que sufra un
perjuicio físico, moral o económico
como consecuencia de un delito”
–según se explica en la Exposición
de Motivos del EVD–. Ahora bien,
no abarca a todas las personas que,
según la LECRIM, son ofendidos o
perjudicados, entendiendo –aunque
la LECRIM no utiliza siempre con
corrección esos dos conceptos– por
ofendidos los titulares del bien jurí-
dico penalmente protegido, y por
perjudicados quienes sufren un per-
juicio meramente económico. Y es
que el EVD solo considera víctimas
a las personas físicas –como se deri-
va de las definiciones de víctimas di-
rectas e indirectas–, y además esta-
blece que sus disposiciones “no
serán aplicables a los terceros que
hubieran sufrido perjuicios derivados
del delito” –art. 2 in fine–. Ha criti-
cado alguna doctrina la exclusión de
los perjudicados pues entre ellos se
pueden encontrar quienes han inter-
venido para intentar evitar el delito
o sus consecuencias o para auxiliar a
la víctima, los “buenos samarita-
nos”3. En todo caso, si la interven-
ción del tercero deviene en un daño
o perjuicio derivado de la comisión
de un delito contra su propia perso-
na o patrimonio, ello lo convierte en
víctima directa –por ejemplo, al in-
terceder un tercero en una agresión
de un hombre a su pareja o expare-
ja, el hombre lo agrede–.

15

3Tal critica la encontramos en Manuel José
GARCÍA RODRÍGUEZ, para quien su in-
clusión sería “más acorde a la respuesta in-
tegral que según expresa el propio estatuto
en su preámbulo se pretende dar”, “El nue-
vo Estatuto de las Víctimas del Delito en el
proceso penal según la Directiva europea
2012/29/UE, de 25 de octubre, y su
transposición al ordenamiento jurídico es-
pañol”, Revista Española de Ciencia Penal y
Criminología, 18-12 (2016), pp. 37-38.
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Víctimas necesitadas 
de especial protección

Queda por añadir para rematar esta
aproximación conceptual que, aun-
que no se contiene en estos iniciales
artículos el concepto de víctimas es-
pecialmente protegidas, esta figura
aparece más o menos aludida en
múltiples artículos del EVD –arts.
4.a), 4.b) in fine, 7.1.e), 7.3, 9.1.a),
10.III, 13.1.a), b) y c), 19.II, 22,
23, 24.3, 25.1.d), 26, 28.2.d), 28.4
y 28.5–, así como en otros de la
LECRIM. Todas estas normas
atienden a una serie de circunstan-
cias subjetivas, objetivas y delictua-
les para identificar a las víctimas a las
que las mismas se refieren. Podemos
agrupar esas circunstancias en tres
grupos, lo que se compadece con
los tres grupos de circunstancias to-
madas en consideración para evaluar
a las víctimas en el art. 24 EDV.
Muchos de esas circunstancias tie-
nen –como pasamos a ver de segui-
do– una dimensión de género.

Unas circunstancias son subjetivas
referidas a “las características perso-
nales de la víctima, y en particular si
se trata de una persona con disca-
pacidad o si existe una relación de
dependencia entre la víctima y el
supuesto autor del delito (y) si se
trata de víctimas menores de edad o
víctimas necesitadas de especial
protección o en las que concurran
factores de especial vulnerabilidad”.
Es cierto que la discapacidad o la
minoridad son circunstancias que
afectan tanto a hombres como a
mujeres, pero no es menos cierto
que si afectan a las mujeres se pro-
duce una multidiscriminación que
sitúa a las mujeres discapaces y a las
niñas en una mayor especial vulne-
rabilidad.

Otras circunstancias son objetivas
relativas a “la naturaleza del delito y
la gravedad de los perjuicios causa-
dos a la víctima, así como el riesgo
de reiteración del delito”, enume-
rando el EVD los delitos donde es
factible una mayor victimización en-
tre los cuales se encuentran algunos

2.2

cuya dimensión de género es paten-
te: delitos cometidos sobre el cón-
yuge o sobre persona que esté o ha-
ya estado ligada al autor por una
análoga relación de afectividad, aun
sin convivencia, o sobre los descen-
dientes, ascendientes o hermanos
por naturaleza, adopción o afinidad,
propios o del cónyuge o convivien-
te; delitos contra la libertad o in-
demnidad sexual; delitos de trata de
seres humanos; y delitos cometidos
por motivos de sexo, orientación o
identidad sexual.

Un tercer grupo de circunstancias
se refieren a “las circunstancias del
delito, en particular si se trata de
delitos violentos”. También entre
tales circunstancias delictuales se en-
cuentran algunas donde hay una
importante dimensión de género.
De hecho, una circunstancia típica
de victimización es la existencia de
relaciones entre el agresor y la vícti-
ma, pues ello a la vez que facilita la
agresión dificulta la capacidad de
respuesta de la víctima, y esto es lo
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que acaece, por ejemplo, en el aco-
so sexual en el trabajo y, más gené-
ricamente, en la mayoría de los de-
litos con componente sexual –pues
la mayoría de los delitos sexuales no
son cometidos por personas extra-
ñas–.

Víctimas de violencia por motivos
de género y víctimas de violencia
en una relación personal

La Directiva 2012/29/UE hace es-
pecial mención de tres clases de víc-
timas que pueden ser consideradas
como prototipos de las víctimas ne-
cesitadas de especial protección.
Una clase de víctimas son las vícti-
mas del terrorismo. Las otras dos
clases de víctimas son las que nos
interesa destacar: las víctimas de vio-
lencia por motivos de género y las
víctimas de violencia en una relación
personal. En el Preámbulo de la Di-
rectiva se realizan algunas conside-
raciones sobre estas dos clases de
víctimas cuyo recordatorio es opor-

2.3



tuno tanto para ratificar la dimen-
sión de género del derecho victimal
como para entender cómo esa di-
mensión se debe proyectar en su
aplicación.

Víctimas de violencia por motivos
de género. La violencia dirigida
contra una persona a causa de su
sexo, identidad o expresión de gé-
nero, o que afecte a personas de un
sexo en particular de modo despro-
porcionado se entiende como vio-
lencia por motivos de género. Pue-
de causar a las víctimas lesiones
corporales o sexuales, daños emo-
cionales o psicológicos, o perjuicios
económicos. La violencia por moti-
vos de género se entiende como
una forma de discriminación y una
violación de las libertades funda-
mentales de la víctima y compren-
de, sin limitarse a ellas, la violencia
en las relaciones personales, la vio-
lencia sexual (incluida la violación,
la agresión sexual y el acoso sexual),
la trata de personas, la esclavitud y
diferentes formas de prácticas noci-
vas, como los matrimonios forzo-
sos, la mutilación genital femenina
y los denominados delitos relacio-
nados con el honor. Las mujeres
víctimas de la violencia por motivos
de género y sus hijos requieren con
frecuencia especial apoyo y protec-
ción debido al elevado riesgo de
victimización secundaria o reitera-
da, o de intimidación o represalias
ligadas a este tipo de violencia (Ex-
ponendo 17 Preámbulo).

Víctimas de violencia en una rela-
ción personal. Cuando la violencia
se comete en una relación personal,
la comete una persona que es o ha
sido cónyuge o compañera de la
víctima, o bien otro familiar de la
víctima, tanto si el infractor com-
parte, o ha compartido, el mismo
hogar con la víctima, o no. Dicha
violencia puede consistir en vio -
lencia física, sexual, psicológica o
económica, y puede causar lesiones
corporales, daños psíquicos o emo-
cionales, o perjuicios económicos.
La violencia en las relaciones perso-
nales constituye un grave problema
social, a menudo oculto, que puede

causar traumas psicológicos y físicos
sistemáticos de graves consecuen-
cias, debido al hecho de que es co-
metida por una persona en la que la
víctima debería poder confiar. Por
lo tanto, las víctimas de violencia en
relaciones personales pueden nece-
sitar medidas de protección especia-
les. Las mujeres se ven afectadas por
esta violencia en una relación perso-
nal en grado desproporcionado, y la
situación puede agravarse aún más
cuando la mujer depende del infrac-
tor en lo económico, lo social o pa-
ra su derecho a residencia (Expo-
nendo 18 del Preámbulo). 

3. DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS
Y SU CLASIFICACIÓN LEGAL
Toda víctima tiene derecho a la pro-
tección, información, apoyo, asis-
tencia y atención, así como a la par-
ticipación activa en el proceso penal
y a recibir un trato respetuoso, pro-
fesional, individualizado y no discri-
minatorio desde su primer contacto
con las autoridades o funcionarios,
durante la actuación de los servicios
de asistencia y apoyo a las víctimas y
de justicia restaurativa, a lo largo de
todo el proceso penal y por un perí-
odo de tiempo adecuado después
de su conclusión, con independen-
cia de que se conozca o no la iden-
tidad del infractor y del resultado
del proceso –art. 3.1 EVD–. Se tra-
ta de derecho con amplitud subjeti-
va (toda víctima con independencia
de que se conozca o no la identidad
del infractor y del resultado del pro-
ceso), objetiva (comprende protec-
ción, información, apoyo, asistencia
y atención, así como a la participa-
ción activa en el proceso penal y a
recibir un trato respetuoso, profe-
sional, individualizado y no discri-
minatorio) y temporal (desde el pri-
mer contacto con las autoridades o
funcionarios, durante la actuación
de los servicios de asistencia y apo-
yo a las víctimas y de justicia restau-
rativa, a lo largo de todo el proceso
penal y por un período de tiempo
adecuado después de su conclu-
sión).

El ejercicio de este derecho de tal
amplitud subjetiva, objetiva y tem-
poral “se regirá por lo dispuesto en
la presente Ley y en las disposiciones
reglamentarias que la desarrollen, así
como por lo dispuesto en la legisla-
ción especial y en las normas proce-
sales que resulten de aplicación”
–art. 3.2 EVD–. Se encuentra el desa-
rrollo reglamentario en el Real De-
creto 1109/2015, de 11 de diciem-
bre, por el que se desarrolla la Ley
4/2015, de 27 de abril, del Estatu-
to de la Víctima del Delito, y se re-
gulan las Oficinas de Asistencia a las
Víctimas del Delito. Por otro lado,
se mantienen intactas la normas es-
peciales sobre protección de las víc-
timas contenidas en la legislación es-
pecial, entre las cuales destacan por
su dimensión de género –ya lo he-
mos dicho– la Ley 35/1995, de 11
de diciembre, de ayuda y asistencia a
las víctimas de delitos violentos y
contra la libertad sexual, y la Ley
Orgánica 1/2004, de 28 de diciem-
bre, de Medidas de Protección Inte-
gral contra la Violencia de Género.

A partir de este enunciado general,
el EVD distingue entre “derechos
básicos” –Título I, arts. 4 a 10,
EVD–, “participación de la víctima
en el proceso penal” –Título II,
arts. 11 a 18, EVD– y “protección
de las víctimas” –Título III, arts. 19
a 26, EVD–. Quizás hubiera sido
más preciso llamar al Título I en
términos semejantes a como se lla-
ma al Capítulo correlativo de la Di-
rectiva 2012/29/UE: “informa-
ción y apoyo”.

4. DERECHOS BÁSICOS 
DE LAS VÍCTIMAS DEL DELITO
Los denominados derechos básicos
de la víctima son los siguientes: el
derecho a entender y ser entendida
–art. 4–, el derecho a la información
desde el primer contacto con las au-
toridades competentes –art. 5–, los
derechos como denunciante –art.
6–, el derecho a recibir información
sobre la causa penal –art. 7–, un pe-
riodo de reflexión en garantía de sus
derechos –art. 8–, el derecho a la
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traducción e interpretación –art. 9–,
y el derecho de acceso a los servi-
cios de asistencia y apoyo a las vícti-
mas –art. 10–.

De esta regulación nos vamos a de-
tener, desde la perspectiva de géne-
ro acogida en nuestro estudio, en el
derecho básico de las víctimas del
delito a entender y ser entendidas
tanto por su carácter basilar respec-
to a todos los derechos de las vícti-
mas del delito como por apreciarse
en su regulación aspectos en cuya
aplicación práctica se debe conside-
rar de una manera especialmente in-
tensa la dimensión de género –acce-
sibilidad del lenguaje, víctimas
menores y discapaces, y una perso-
na que acompañe–; así como en la
existencia de dos reglas específicas
sobre víctimas de violencia de géne-
ro, y de otra regla específica sobre
víctimas de determinados delitos.

El derecho de las víctimas a
entender y ser entendidas

Toda víctima tiene el derecho a en-
tender y ser entendida en cualquier
actuación que deba llevarse a cabo
desde la interposición de una de-
nuncia y durante el proceso penal,
incluida la información previa a la
interposición de una denuncia –art.
4.1–, siendo de los derechos básicos
–si se me permite la redundancia– el
más básico de todos los derechos.
Su contenido efectivo se desdobla
en tres manifestaciones.

La primera es que “todas las comu-
nicaciones con las víctimas, orales o
escritas, se harán en un lenguaje cla-
ro, sencillo y accesible, de un modo
que tenga en cuenta sus característi-
cas personales y, especialmente, las
necesidades de las personas con dis-
capacidad sensorial, intelectual o
mental o su minoría de edad”. Me-
diante el uso del lenguaje oficial, le-
gal o propio de la jerga forense el
sistema transmite a las víctimas un
mensaje de distancia incompatible
con el apoyo que se quiere garanti-
zar 4.

4.1

Aclara la norma que, “si la víctima
fuera menor o tuviera la capacidad
judicialmente modificada, las comu-
nicaciones se harán a su represen-
tante o a la persona que le asista”.
En los supuestos de violencia intra-
familiar el representante legal de la
víctima menor de edad o con disca-
pacidad necesitada de especial aten-
ción puede estar en conflicto con la
propia víctima, en cuyo caso lo
oportuno, de acuerdo con el art.
26.2 EDV será la designación de un
defensor judicial. Como probable-
mente en el momento de la prime-
ra declaración de la víctima menor o
discapaz la designación de defensor
judicial ni siquiera ha sido instada al
no haberse manifestado todavía la
existencia del conflicto, “una buena
praxis debería consistir en consultar
a los menores, según su edad y ma-
durez, respecto a la persona de su
confianza que desee que le acompa-
ñe, de modo que se pueda resolver
de modo individualizado, recaban-
do, si es necesario, opinión profe-
sional especializada”5.

La segunda es que “se facilitará a la
víctima, desde su primer contacto
con las autoridades o con las Ofici-
nas de Asistencia a las Víctimas, la
asistencia o apoyos necesarios para
que pueda hacerse entender ante
ellas, lo que incluirá la interpreta-
ción en las lenguas de signos reco-
nocidas legalmente y los medios de
apoyo a la comunicación oral de
personas sordas, con discapacidad
auditiva y sordociegas”. Esta norma
se complementa con el derecho
–contemplado en el art. 9.1.a)
EVD– de las personas con limita-
ciones auditivas o de expresión oral
“a ser asistidas gratuitamente por un
intérprete que hable una lengua que
comprenda cuando se le reciba de-
claración en la fase de investigación
por el Juez, el Fiscal o funcionarios
de policía, o cuando intervenga co-
mo testigo en el juicio o en cual-
quier otra vista oral”.

Y la tercera es que “la víctima podrá
estar acompañada de una persona de
su elección desde el primer contacto
con las autoridades y funcionarios”.

No se exige que esa persona sea fa-
miliar de la víctima, lo cual es lógico
en particular cuando se trata de de-
litos sexuales pues la declaración de
la víctima en presencia de su padre o
madre puede generar fenómenos de
victimización intrafamiliar, y más en
particular si las agresiones o abusos
sexuales se han cometido por miem-
bros de la propia familia.

Reglas específicas aplicables a las
víctimas de violencia de género

La primera de las reglas sobre vícti-
mas de violencia de género se con-
templa en relación con el derecho a
recibir información sobre la causa
penal –art. 7 EVD–. Tal derecho se
reconoce a toda víctima que haya
rea lizado una solicitud de ser notifi-
cada de determinadas resoluciones
judiciales –art. 7.1 en relación con el
5.1.m)– entre las cuales se compren-
den las resoluciones que acuerden la
prisión o la posterior puesta en li-
bertad del infractor, así como la po-
sible fuga del mismo –art. 7.1.c)–, y
las resoluciones que acuerden la
adopción de medidas cautelares per-
sonales o que modifiquen las ya
acordadas, cuando hubieran tenido
por objeto garantizar la seguridad de
la víctima –art. 7.1.d)–. Pues bien, la
regla aplicable a las víctimas de vio-
lencia de género es que esas resolu-
ciones les serán notificadas sin nece-
sidad de que lo soliciten, salvo en
aquellos casos en que manifieste su
deseo de no recibir dichas notifica-
ciones –art. 7.3 del EVD y art. 7.4
del RD 1109/2015–. ¿Tropieza es-
ta norma con el derecho de las vícti-
mas a no recibir información de la
causa penal –arts. 5.1m) en relación
con el 7 EVD–? Indudablemente la
respuesta es negativa porque la pro-
tección frente a la violencia de géne-

4.2
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4 En este sentido se manifiesta Josep M.
TAMARIT SUMALLA, “Los derechos …”,
obra citada, p. 39.

5 En este sentido se manifiesta Josep M.
TAMARIT SUMALLA, “Los derechos …”,
obra citada, p. 41.
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ro no solo tiene por objeto la pro-
tección de los intereses de la víctima
tal como los percibe; también la
protección de otros intereses más
generales de la sociedad, como la
propia tutela frente a la violencia de
género.

La segunda de las reglas sobre vícti-
mas de violencia de género se con-
templa en relación con el derecho
de acceso a los servicios de asisten-
cia y apoyo –art. 10 EVD– cuando
se establece que “los hijos menores
y los menores sujetos a tutela, guar-
da y custodia de las mujeres víctimas
de violencia de género o de perso-
nas víctimas de violencia doméstica
tendrán derecho a las medidas de
asistencia y protección previstas en
los Títulos I y III de esta Ley” –art.
10.III EVD y en idénticos términos
literales art. 8.3 del RD
1109/2015, de 11 de diciembre–.
Si consideramos –como hemos sos-
tenido al referirnos al concepto de
víctimas del delito– que los hijos de
las víctimas de violencia de género
son víctimas directas, resulta una

norma reiterativa. Aunque no por
ello inútil a la vista de las dificulta-
des con que se encuentran los hijos
de víctimas de violencia de género,
y las personas que, tras el falleci-
miento de su madre, resultan desig-
nados como sus tutores, para poder
acceder a ciertos derechos.

Reglas específicas aplicables a las
víctimas de determinados delitos

Dentro de la regulación del tradi-
cional ofrecimiento de acciones al
ofendido del art. 109 LECRIM, se
contiene la especificación de que
“en cualquier caso, en los procesos
que se sigan por delitos comprendi-
dos en el artículo 57 del Código
Penal, el Secretario judicial asegura-
rá la comunicación a la víctima de
los actos procesales que puedan
afectar a su seguridad” –art. 109.IV
LECRIM–. Se trata de los delitos
–algunos con una muy evidente di-
mensión de género– de homicidio,
aborto, lesiones, contra la libertad,
de torturas y contra la integridad

4.3

moral, trata de seres humanos, con-
tra la libertad e indemnidad sexua-
les, la intimidad, el derecho a la
propia imagen y la inviolabilidad del
domicilio, el honor, el patrimonio y
el orden socioeconómico.

Varios comentarios merece la nor-
ma. En primer lugar, la expresión
inicial “en cualquier caso” supone
que, aunque el ofendido no se haya
mostrado parte en la causa a conse-
cuencia del ofrecimiento de accio-
nes, igualmente va a ser notificado.
En segundo lugar, la notificación es,
no a toda aquella persona a quien se
le ofrezcan acciones, sino solo a
quien sea víctima –lo que supone la
exclusión, por lo demás lógica, de la
notificación a las personas jurídicas
a quienes se les ofrecerán acciones si
son ofendidas, pero no son vícti-
mas–. Y, en tercer lugar, se trata de
otra excepción, similar a la conteni-
da en el art. 7.3 EVD, a la vertiente
negativa del derecho a recibir infor-
mación sobre la causa penal que tie-
ne igual justificación que la de ese
artículo.

5. PARTICIPACIÓN DE LA
VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL
Toda víctima tiene derecho (no se fi-
ja ningún límite temporal para estos
derechos, pero obviamente deberán
ser ejercidos antes del juicio oral): 
A ejercer la acción penal y la acción
civil conforme a lo dispuesto en la
LECRIM, sin perjuicio de las excep-
ciones que puedan existir. A com-
parecer ante las autoridades encarga-
das de la investigación para
aportarles las fuentes de prueba y la
información que estime relevante
para el esclarecimiento de los hechos
–art. 11 EVD–. De este modo, don-
de se desarrolla el derecho de parti-
cipación de la víctima en el proceso
penal es –como resulta lo más lógi-
co– en la LECRIM, aunque mien-
tras el derecho a ejercer la acción pe-
nal y civil se encuentra en ella
perfectamente regulado, el derecho
a comparecer ante las autoridades
encargadas de la investigación para
aportarles las fuentes de prueba y la

a
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información que estime relevante
para el esclarecimiento de los hechos
no tiene una específica regulación ni
en la LECRIM ni en el Estatuto Or-
gánico del Ministerio Fiscal, ni la te-
nía antes del EVD, ni este la ha in-
troducido como debiera.

Además, el EVD regula la comuni-
cación y revisión del sobreseimiento
de la investigación a instancia de la
víctima –art. 12–, la participación
de la víctima en la ejecución –art.
13–, el reembolso de gastos –art.
14–, los servicios de justicia restau-
rativa –art. 15–, la justicia gratuita
–art. 16–, las víctimas de delitos en
otros Estados miembros de la
Unión Europea –art. 17–, y la de-
volución de bienes –art. 18–.

De esta regulación nos vamos a de-
tener, desde la perspectiva de géne-
ro acogida en nuestro estudio, en el
ejercicio de las acciones penal y civil
por las víctimas del delito, así como
en la existencia de una regla especí-
fica sobre víctimas de determinados
delitos en relación con su participa-
ción en la ejecución de sentencia.
Abordaremos asimismo la cuestión
de si el derecho a la justicia restau-
rativa supone una erosión de la pro-
hibición de la mediación en los de-
litos de violencia de género.

Ejercicio de la acciones civil y
penal por las víctimas del delito

De conformidad con el art. 109 bis
1 LECRIM –en la redacción dada
por el EVD–, “las víctimas del delito
que no hubieran renunciado a su de-
recho podrán ejercer la acción penal
en cualquier momento antes del trá-
mite de calificación del delito, si bien
ello no permitirá retrotraer ni reite-
rar las actuaciones ya practicadas an-
tes de su personación”. No es la nor-
ma un dechado de corrección. En
primer lugar, porque la expresión
“víctimas del delito” –introducida
por el EVD– podría hacer pensar
que se excluye a las personas jurídi-
cas pues solo son víctimas del delito
las personas físicas –como se deriva
del art. 2 EVD–, pero en este con-

5.1

texto normativo la interpretación sin
duda más correcta debería ser la de
incluir a las personas jurídicas a quie-
nes, en consecuencia, se les ofrecerán
las acciones penales si son ofendidas.
En segundo lugar, porque parece
dar a entender que en todo caso se
puede renunciar al derecho a ejerci-
tar la acción penal cuando ello solo
cabe si se trata de delitos privados o
en relación con la acción civil. Y en
tercer lugar, porque la expresión
“antes del trámite de calificación del
delito” transmite dudas sobre si se
modifica la jurisprudencia previa se-
gún la cual se permitía la persona-
ción para el ejercicio de acciones pe-
nales y civiles hasta el inicio del juicio
oral dado su derecho a la tutela judi-
cial efectiva (STS 170/2005, de
18.2.2005 y STS 1140/2005, de
3.10.2005), debiéndose acaso optar
por la solución negativa en aras a la
mejor satisfacción del derecho a la
tutela judicial efectiva aunque sin po-
sibilidad de retrotraer actuaciones,
con lo cual, si la personación es pos-
terior al trámite de calificación pero
hasta el inicio del juicio oral, solo le
cabría a la parte adherirse a la acusa-
ción del Fiscal6.

En el caso de muerte o desaparición
de la víctima a consecuencia del de-
lito, la acción penal podrá ser ejerci-
da por su cónyuge no separado le-
galmente o de hecho y por los hijos
de esta o del cónyuge no separado
legalmente o de hecho que en el
momento de la muerte o desapari-
ción de la víctima convivieran con
ellos; por la persona que hasta el
momento de la muerte o desapari-
ción hubiera estado unida a ella por
una análoga relación de afectividad
y por los hijos de esta que en el mo-
mento de la muerte o desaparición
de la víctima convivieran con ella;
por sus progenitores y parientes en
línea recta o colateral dentro del ter-
cer grado que se encontraren bajo
su guarda, personas sujetas a su tu-
tela o curatela o que se encontraren
bajo su acogimiento familiar. En ca-
so de no existir los anteriores, podrá
ser ejercida por los demás parientes
en línea recta y por sus hermanos,

con preferencia, entre ellos, del que
ostentara la representación legal de
la víctima –según el art. 109 bis 1
LECRIM–.

Aparentemente se establece un esca-
lonamiento en la legitimación, pero
no es así en la medida en que la pro-
pia LECRIM añade –art. 109 bis 2–
que “el ejercicio de la acción penal
por alguna de las personas legitima-
das conforme a este artículo no im-
pide su ejercicio posterior por cual-
quier otro de los legitimados”, y que
“cuando exista una pluralidad de
víctimas, todas ellas podrán perso-
narse independientemente con su
propia representación”, con la mati-
zación de que cuando pueda encon-
trarse afectado el buen orden del
proceso o el derecho a un proceso
sin dilaciones indebidas, el Juez o
Tribunal, en resolución motivada y
tras oír a todas las partes, podrá im-
poner que se agrupen en una o va-
rias representaciones y que sean diri-
gidos por la misma o varias defensas
en razón de sus respectivos intereses
–art. 109 bis 2 in fine LECRIM–.

De conformidad con el art. 109 bis
3 LECRIM, “la acción penal tam-
bién podrá ser ejercitada por las aso-
ciaciones de víctimas y por las per-
sonas jurídicas a las que la ley
reconoce legitimación para defender
los derechos de las víctimas, siempre
que ello fuera autorizado por la víc-
tima del delito”. No es un supuesto
de legitimación, sino de una repre-
sentación voluntaria que debe ser
autorizada por la víctima del delito,
aunque en principio no se exige sea
una autorización realizada expresa-
mente.

La regulación se completa con la
exención de la obligación de pres-
tar fianza para interponer querella
–art. 281 LECRIM– en los si-
guientes casos: 1º. El ofendido y sus
herederos o representantes legales. 
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GONZÁLEZ-CUÉLLAR SERRANO, “La
reforma de la Ley de Enjuiciamiento Crimi-
nal en 2015”, Castillo de Luna Ediciones Ju-
rídicas, Madrid, 2015, pp. 152 y 153.
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2º. En los delitos de asesinato o de
homicidio, el cónyuge del difunto o
persona vinculada a él por una aná-
loga relación de afectividad, los as-
cendientes y descendientes y sus pa-
rientes colaterales hasta el segundo
grado inclusive, los herederos de la
víctima y los padres, madres e hijos
del delincuente. 3º. Las asociacio-
nes de víctimas y las personas jurídi-
cas a las que la ley reconoce legiti-
mación para defender los derechos
de las víctimas siempre que el ejer-
cicio de la acción penal hubiera sido
expresamente autorizado por la pro-
pia víctima. La exención de fianza
no es aplicable a los extranjeros si
no les correspondiere en virtud de
tratados internacionales o por prin-
cipio de reciprocidad.

Por último, en cuanto al ejercicio de
la acción civil, se establece que “los
perjudicados por un delito o falta
que no hubieren renunciado a su
derecho podrán mostrarse parte en
la causa si lo hicieran antes del trá-
mite de calificación del delito y ejer-
citar las acciones civiles que proce-
dan, según les conviniere, sin que
por ello se retroceda en el curso de
las actuaciones”, y que, “aún cuan-
do los perjudicados no se muestren
parte en la causa, no por esto se en-
tiende que renuncian al derecho de
restitución, reparación o indemni-
zación que a su favor pueda acor-
darse en sentencia firme, siendo ne-
cesario que la renuncia de este
derecho se haga en su caso de una
manera clara y terminante” –art.
110 LECRIM, en la redacción dada
por el EVD, que aparte de ciertos
ajustes, apenas se limita a cambiar la
palabra “expresa” por “clara”–.

Regla específica aplicable a las
víctimas de determinados delitos
en relación con su participación en
la ejecución de sentencia.

Al regular la participación de las
víctimas en la ejecución de senten-
cia –art. 13 EVD–, se reconoce su
derecho a recurrir de acuerdo con
lo establecido en la LECRIM de-
terminadas resoluciones siempre
que hubieran solicitado que les se-
an notificadas –art. 5.1.m)–, aun-
que no se hubieran mostrado parte
en la causa. Tales resoluciones se
deben referir a una serie de delitos
entre los cuales se encuentran los
delitos de aborto sin consentimien-
to de la mujer, los delitos contra la
indemnidad y/o libertad sexual, y
los delitos de trata de seres huma-
nos –de ahí la dimensión de género
de la norma–. 

Dichas resoluciones son el auto
por el que el Juez de Vigilancia Pe-
nitenciaria autoriza, conforme a lo
previsto en el art. 36.2.III CPn, la
posible clasificación del penado en
tercer grado antes de que se extin-
ga la mitad de la condena –art.
13.1.a)–, el auto por el que el
Juez de Vigilancia Penitenciaria
acuerde, conforme a lo previsto en
el art. 78.3 del CPn, que los bene-
ficios penitenciarios, los permisos
de salida, la clasificación en tercer
grado y el cómputo de tiempo para
la libertad condicional se refieran al
límite de cumplimiento de conde-
na, y no a la suma de las penas im-
puestas –art. 13.1.b)–, y el auto
por el que se conceda al penado la
libertad condicional, siempre que

1

2

3

5.2 –exigencia adicional aplicable solo a
este tercer supuesto– se hubiera im-
puesto pena de más de cinco años
de prisión –art. 13.1.c)–.

La víctima deberá anunciar al Se-
cretario judicial competente su vo-
luntad de recurrir dentro del plazo
máximo de cinco días contados a
partir del momento en que se hu-
biera notificado, e interponer el re-
curso dentro del plazo de quince
días desde dicha notificación. Para
el anuncio de la presentación del
recurso no será necesaria la asisten-
cia de abogado (obviamente sí para
la interposición, de ahí la explica-
ción de un tan amplio plazo de
quince días). Además, antes de que
el Juez de Vigilancia Penitenciaria
tenga que dictar alguna de esas re-
soluciones dará traslado a la víctima
para que en el plazo de cinco días
formule sus alegaciones, siempre
que hubieran solicitado –ex art.
5.1.m)– que les sean notificadas es-
tas resoluciones –art. 13.1–.

Las víctimas estarán también legiti-
madas para –art. 13.2–: Interesar
que se impongan al liberado condi-
cional las medidas o reglas de con-
ducta previstas por la ley que consi-
deren necesarias para garantizar su
seguridad, cuando aquel hubiera si-
do condenado por hechos de los
que pueda derivarse razonablemen-
te una situación de peligro para la
víctima. Facilitar al Juez o Tribu-
nal cualquier información que re-
sulte relevante para resolver sobre
la ejecución de la pena impuesta, las
responsabilidades civiles derivadas
del delito o el comiso que hubiera
sido acordado.

a
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¿Restringe el derecho a la justicia
restaurativa la prohibición de
mediación en la violencia de
género?

A la vista de los términos en princi-
pio amplios en que el EVD –en su
art. 15– establece, en línea con la
Directiva –art. 12–, que “las vícti-
mas podrán acceder a servicios de
justicia restaurativa… con la finali-
dad de obtener una adecuada re-
paración material y moral de los
perjuicios derivados del delito”,
siempre dentro de ciertos requisitos,
alguna doctrina encuentra un apoyo
a la interpretación según la cual la
prohibición de mediación en asun-
tos de violencia de género conteni-
da en el art. 87 ter 5 de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial no veda el
paso a otra clase de prácticas restau-
rativas como los basados en el mo-
delo “conferencing” con participa-
ción en el diálogo extrajudicial no
solo de autor y víctima, sino tam-
bién de otras personas de su entor-
no o de la comunidad, lo que evita-
ría la dinámica bilateral entre autor
y víctima que podría situar a esta en
situación de debilidad frente a
aquel, aparte de ser más idóneo
cuando la situación de violencia
afecta a varias personas7.

Sin embargo, el EVD excluye del
derecho de las víctimas a acceder a
servicios de justicia restaurativa que
“no esté prohibida por la ley para el
delito cometido” –art. 15.1.e)–, y la
LOPJ sigue manteniendo en toda
su extensión la prohibición de me-
diación en los asuntos de violencia
de género –art. 87 ter 5–, de donde
no es fácil concluir que se incluye la
prohibición de mediación bilateral
en un asunto de violencia de géne-
ro aunque no la de otros mecanis-
mos restaurativos donde la media-
ción se diluye en un entorno
subjetivo y/o delictual más amplio
pero sin dejar de implicar al autor y
a la víctima en un asunto de violen-
cia de género. Y es que no es fácil
concluir que algo ha cambiado si el
EVD tuvo la oportunidad de cam-

5.3 biarlo, introduciendo en su caso el
oportuno matiz, y no lo ha hecho
de una manera expresa.

No podemos olvidar, además, que
la prohibición del art. 87 ter 5
LOPJ se entiende en la medida en
que, como se afirma en el art. 1 de
la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de
diciembre, de medidas de protec-
ción integral frente a la violencia de
género, se pretende actuar contra
una violencia que es “manifestación
de la discriminación, la situación de
desigualdad y las relaciones de po-
der de los hombres sobre las muje-
res”, pues precisamente esas cir-
cunstancias pueden determinar una
victimización secundaria de la vícti-
ma a consecuencia de coacciones,
presiones o represalias del agresor o
del entorno familiar o social para
participar en procesos de justicia
restaurativa –sean de mediación bi-
lateral o de otras manifestaciones
más complejas–.

6. PROTECCIÓN DE LAS
VÍCTIMAS DEL DELITO
Las autoridades y funcionarios en-
cargados de la investigación, perse-
cución y enjuiciamiento de los de-
litos adoptarán las medidas necesa-
rias, de acuerdo con lo establecido
en la LECRIM, para garantizar la
vida de la víctima y de sus familia-
res, su integridad física y psíquica,
libertad, seguridad, libertad e in-
demnidad sexuales, así como para
proteger adecuadamente su intimi-
dad y su dignidad, particularmente
cuando se les reciba declaración o
deban testificar en juicio, y para
evitar el riesgo de su victimización
secundaria o reiterada, según el
enunciado general del art. 19.I
EVD.

Bajo este enunciado general del de-
recho de protección de las víctimas,
se regula el derecho a evitar el con-
tacto con el infractor –art. 20–, la
protección de la víctima durante la
investigación penal –art. 21–, el de-
recho a la protección de la intimi-
dad –art. 22–, la evaluación indi -
vidual de las víctimas a fin de

determinar sus necesidades especia-
les de protección –art. 23–, la com-
petencia y el procedimiento de eva-
luación –art. 24–, las medidas de
protección –art. 25–, y las medidas
de protección para menores y per-
sonas con discapacidad necesitadas
de especial protección –art. 26–.

A estas reglas aún se deben añadir
aquellas otras de semejante finalidad
protectora de las víctimas conteni-
das en la LECRIM y modificadas
por el EVD que vienen a represen-
tar la plasmación en la LECRIM del
articulado propio del EVD.

De esta regulación nos vamos a de-
tener, desde la perspectiva de géne-
ro acogida en nuestro estudio, en la
evaluación individual de las víctimas
a fin de determinar sus necesidades
especiales de protección, en las me-
didas de protección consiguientes a
la evaluación individual y en parti-
cular en el derecho a la toma de de-
claración por persona del mismo se-
xo en delitos intrafamiliares, contra
la libertad e indemnidad sexual y de
trata con fines de explotación se-
xual, y un apunte sobre reglas espe-
cíficas aplicables a menores y perso-
nas con discapacidad necesitadas de
especial protección.

Evaluación individual de las
víctimas a fin de determinar sus
necesidades especiales de protección

La determinación de qué medidas
de protección deben ser adoptadas
para evitar a la víctima perjuicios re-
levantes que, de otro modo, pudie-
ran derivar del proceso, se realizará
tras una valoración de sus circuns-
tancias particulares que tendrá espe-
cialmente en consideración: Las
características personales de la vícti-

6.1

a

22

7 Interpretación que es planteada por
Josep M. TAMARIT SUMALLA, “La
reparación y el apoyo a las víctimas”, en
Josep M. TAMARIT SUMALLA / Ca -
rolina VILLACAMPA ESTIARTE / Mer-
cedes SERRANO MASIP, “El Estatuto de
las Víctimas de Delitos. Comentarios a la
Ley 4/2015”, Tirant lo Blanch, Valencia,
2015, pp. 316 y ss.
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ma y en particular si se trata de una
persona con discapacidad o si existe
una relación de dependencia entre
la víctima y el supuesto autor del
delito, y si se trata de víctimas me-
nores de edad o de víctimas necesi-
tadas de especial protección o en las
que concurran factores de especial
vulnerabilidad. La naturaleza del
delito y la gravedad de los perjuicios
causados a la víctima, así como el
riesgo de reiteración del delito, va-
lorando especialmente las necesida-
des de protección de las víctimas de
los delitos de terrorismo, cometidos
por una organización criminal, co-
metidos sobre el cónyuge o sobre
persona que esté o haya estado liga-
da al autor por una análoga relación
de afectividad, aun sin convivencia,
o sobre los descendientes, ascen-
dientes o hermanos por naturaleza,
adopción o afinidad, propios o del
cónyuge o conviviente, contra la li-
bertad o indemnidad sexual, de tra-
ta de seres humanos, desaparición
forzada, cometidos por motivos ra-
cistas, antisemitas u otros referentes
a la ideología, religión o creencias,
situación familiar, la pertenencia de
sus miembros a una etnia, raza o
nación, su origen nacional, su sexo,
orientación o identidad sexual, en-
fermedad o discapacidad. Las cir-
cunstancias del delito, en particular
si se trata de delitos violentos –art.
23.1–. Fácilmente se puede detectar
en estas circunstancias subjetivas,
objetivas y delictuales una impor-
tante dimensión de género –según
ya hemos analizado al definir el
concepto de las víctimas necesitadas
de especial protección–.

Dicha valoración de las necesidades
de la víctima y la determinación de
las medidas de protección corres-
ponden: durante la fase de inves-
tigación del delito, al Juez de Ins-
trucción o al de Violencia sobre la
Mujer, sin perjuicio de la evaluación
y resolución provisionales que de-
berán realizar y adoptar el Fiscal, en
sus diligencias de investigación o en
los procedimientos sometidos a la
Ley Orgánica de Responsabilidad
Penal de los Menores, o los funcio-

b

c
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narios de policía que actúen en la
fase inicial de las investigaciones; y

durante la fase de enjuiciamiento,
al Juez o Tribunal a los que corres-
pondiera el conocimiento de la cau-
sa. La resolución que se adopte de-
berá ser motivada y reflejará cuáles
son las circunstancias que han sido
valoradas para su adopción –art.
24.1–. Cualquier modificación rele-
vante de las circunstancias en que se
hubiera basado la evaluación indivi-
dual de las necesidades de protec-
ción de la víctima, determinará una
actualización de la misma y, en su
caso, la modificación de las medidas
de protección que hubieran sido
acordadas –art. 24.5–.

Medidas de protección
consiguientes a la 
evaluación individual

Durante la fase de investigación po-
drán ser adoptadas las siguientes
medidas para la protección de las
víctimas: Que se les reciba decla-
ración en dependencias especial-
mente concebidas o adaptadas a tal

2

6.2

a

fin –art. 25.1.a)–. Que se les reci-
ba declaración por profesionales que
hayan recibido una formación espe-
cial para reducir o limitar perjuicios
a la víctima, o con su ayuda –art.
25.1.b)–. Que todas las tomas de
declaración a una misma víctima le
sean realizadas por la misma perso-
na, salvo que ello pueda perjudicar
de forma relevante el desarrollo del
proceso o deba tomarse la declara-
ción directamente por un Juez o un
Fiscal –art. 25.1.c)–. Medidas
que eviten el contacto visual entre la
víctima y el supuesto autor de los
hechos, incluso durante la práctica
de la prueba, para lo cual podrá ha-
cerse uso de tecnologías de la co-
municación –art. 25.2 en relación
con el 25.2.a) EVD–. Medidas
para evitar que se formulen pregun-
tas relativas a la vida privada de la
víctima que no tengan relevancia
con el hecho delictivo enjuiciado,
salvo que el Juez o Tribunal consi-
deren excepcionalmente que deben
ser contestadas para valorar adecua-
damente los hechos o la credibilidad
de la declaración de la víctima –art.
25.2 en relación con el 25.2.c)–.

c

d

e

b



Durante la fase de juicio oral podrán
ser adoptadas, conforme a lo dis-
puesto en la LECRIM, las siguientes
medidas para la protección de las víc-
timas: Medidas que eviten el con-
tacto visual entre la víctima y el su-
puesto autor de los hechos, incluso
durante la práctica de la prueba, para
lo cual podrá hacerse uso de tecnolo-
gías de la comunicación. Medidas
para garantizar que la víctima pueda
ser oída sin estar presente en la sala
de vistas, mediante la utilización de
tecnologías de la comunicación ade-
cuadas. Medidas para evitar que se
formulen preguntas relativas a la vida
privada de la víctima que no tengan
relevancia con el hecho delictivo en-
juiciado, salvo que el Juez o Tribunal
consideren excepcionalmente que
deben ser contestadas para valorar
adecuadamente los hechos o la credi-
bilidad de la declaración de la vícti-
ma. Celebración de la vista oral sin
presencia de público. En estos casos,
el Juez o el Presidente del Tribunal
podrán autorizar, sin embargo, la
presencia de personas que acrediten
un especial interés en la causa –art.
25.2.a), b), c) y d) EVD–.

Mientras la norma española estable-
ce que “podrán ser adoptadas” las
siguientes medidas, la norma comu-
nitaria que es objeto de transposi-
ción –Directiva 2012/29/UE, art.
23– dice que “las víctimas con ne-
cesidades especiales de protección
tendrán a su disposición las siguien-
tes medidas”. Diferencia de redac-
ción que, más que a una deficiente
técnica normativa, obedece al coste
económico de esas medidas8.

a

b

c

d

Derecho a la toma de declaración
por persona del mismo sexo en
delitos de violencia intrafamiliar,
contra la libertad e indemnidad
sexual y de trata con fines de
explotación sexual

Entre las medidas que durante la fa-
se de investigación podrán ser adop-
tadas para la protección de las vícti-
mas se encuentra que la toma de
declaración se lleve a cabo por una
persona del mismo sexo que la víc-
tima cuando esta así lo solicite, sal-
vo que ello pueda perjudicar de for-
ma relevante el desarrollo del
proceso o deba tomarse la declara-
ción directamente por un Juez o
Fiscal, en el supuesto de delitos co-
metidos sobre el cónyuge o sobre
persona que esté o haya estado liga-
da al autor por una análoga relación
de afectividad, aún sin convivencia,
o sobre los descendientes, ascen-
dientes o hermanos por naturaleza,
adopción o afinidad, propios del
cónyuge o conviviente, delitos con-
tra la libertad e indemnidad sexual,
y las víctimas de trata con fines de
explotación sexual –art. 25.1.d) en
relación con el art. 23.2.b.2º y 3º
EVD–.

Ha destacado la doctrina ciertas dis-
funciones de esta norma en relación
con la norma comunitaria que tras-
pone, a saber el art. 23.2.d) de la
Directiva 2012/29/UE. En primer
lugar, porque la norma comunitaria
vincula este derecho a que “la vícti-
ma así lo desee”, lo que es menos
formal que la solicitud exigida en la

6.3 norma española. Y, en segundo lu-
gar, porque la norma comunitaria se
refiere a “violencia sexual, violencia
de género o violencia en el marco
de las relaciones personales”, mien-
tras la norma española, por exceso,
contempla delitos intrafamiliares sin
necesidad de empleo de violencia, y
por defecto, no contempla la vio-
lencia sobre convivientes que ni se-
an cónyuge o persona que esté o
haya estado ligada al autor por una
análoga relación de afectividad, aún
sin convivencia, ni sean descendien-
tes, ascendientes o hermanos por
naturaleza, adopción o afinidad,
propios del cónyuge o conviviente9.

Un apunte sobre reglas específicas
aplicables a menores y personas
con discapacidad necesitadas de
especial protección

Hay varias reglas aplicables a meno-
res y personas con discapacidad ne-
cesitadas de especial protección cu-
yo análisis en detalle excede del
objetivo de nuestro estudio, pero de
las que conviene dar cuenta dado el
mayor riesgo de victimización por la
eventual multidiscriminación que
pueden sufrir las niñas o las mujeres
discapaces. Además –y como se ve-
rá– algunas reglas se refieren a deli-
tos con componente de género evi-
dente –por ejemplo, contra la
libertad e indemnidad sexual de me-
nores–.

La primera de ellas, incomprensi-
blemente solo referida a menores de
edad, es la de que “en el caso de las

6.4
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8 En este mismo sentido de obedecer al
coste económico se manifiesta Ángel
TINOCO PASTRANA, “El Estatuto es-
pañol de la víctima del delito y el derecho a
la protección”, Processo Penale e Giustizia,
número 6, 2015, p. 184.

9 Carolina VILLACAMPA ESTIARTE,
“La protección de las víctimas en el proce-
so penal tras la aprobación de la LEVID”,
en Josep M. TAMARIT SUMALLA / Ca -
rolina VILLACAMPA ESTIARTE / Mer-
cedes SERRANO MASIP, “El Estatuto de
las Víctimas de Delitos. Comentarios a la Ley
4/2015”, Tirant lo Blanch, Valencia, 2015,
p. 270.
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víctimas menores de edad, la Fisca-
lía velará especialmente por el cum-
plimiento de este derecho de pro-
tección, adoptando las medidas
adecuadas a su interés superior
cuando resulte necesario para impe-
dir o reducir los perjuicios que para
ellos puedan derivar del desarrollo
del proceso” –art. 19.II EVD–.

La segunda de ellas es la de que “los
Jueces, Tribunales, Fiscales y las de-
más autoridades y funcionarios en-
cargados de la investigación penal,
así como todos aquellos que de
cualquier modo intervengan en el
proceso, adoptarán, de acuerdo con
lo dispuesto en la Ley, las medidas
necesarias … para impedir la difu-
sión de cualquier información que
pueda facilitar la identificación de
las víctimas menores de edad o de
víctimas con discapacidad necesita-
das de especial protección” –art.
22–.

La tercera de ellas –a la que ya se ha
aludido– es la de que, en la evalua-
ción individual de las víctimas a fin
de determinar sus necesidades espe-
ciales de protección, se considerará
en particular si se trata de una per-
sona con discapacidad o si existe
una relación de dependencia entre
la víctima y el supuesto autor del
delito” y “si se trata de víctimas me-
nores de edad o de víctimas necesi-
tadas de especial protección o en las
que concurran factores de especial
vulnerabilidad” –art. 23.2.a)–.

La cuarta de ellas es la de que “a lo
largo del proceso penal, la adopción
de medidas de protección para víc-
timas menores de edad tendrá en
cuenta su situación personal, nece-
sidades inmediatas, edad, género,
discapacidad y nivel de madurez, y
respetará plenamente su integridad
física, mental y moral” –art. 23.3–.
Con la expresión “género” enten-
demos la norma no se está refirien-
do solamente al sexo biológico, in-
cluyendo asimismo las situaciones
necesitadas de especial protección
derivadas de la orientación sexual y
de la identidad de género de la víc-
tima del delito.

La quinta de ellas es la de que “en
el caso de las víctimas que sean me-
nores de edad o personas con disca-
pacidad necesitadas de especial pro-
tección, su evaluación tomará en
consideración sus opiniones e inte-
reses” –art. 24.3–. Se trata de evitar
actitudes paternalistas adoptadas sin
contar con las opiniones del menor
o discapaz.

La sexta de ellas es la de que “en el
caso de menores víctimas de algún
delito contra la libertad e indem -
nidad sexual” se aplicarán en todo
caso las siguientes medidas de pro-
tección: Que se les reciba decla-
ración en dependencias especial-
mente concebidas o adaptadas a tal
fin. Que se les reciba declaración
por profesionales que hayan recibi-
do una formación especial para re-
ducir o limitar perjuicios a la vícti-
ma, o con su ayuda. Que todas
las tomas de declaración a una mis-
ma víctima le sean realizadas por la
misma persona, salvo que ello pue-
da perjudicar de forma relevante el
desarrollo del proceso o deba to-
marse la declaración directamente
por un Juez o un Fiscal –art. 23.4
en relación con el art. 25.1.a), b) y
c)–.

La séptima y última de ellas la en-
contramos en el art. 26, específica-
mente titulado como “medidas de
protección para menores y personas
con discapacidad necesitadas de es-
pecial protección”, donde se con-
templan las tres siguientes reglas:

■ Además de las medidas previstas
en el artículo anterior –el 25– se
adoptarán, de acuerdo con lo dis-
puesto en la LECRIM, las medidas
que resulten necesarias para evitar o
limitar, en la medida de lo posible,
que el desarrollo de la investigación
o la celebración del juicio se con-
viertan en una nueva fuente de per-
juicios para la víctima del delito. En
particular, serán aplicables las si-
guientes: Las declaraciones reci-
bidas durante la fase de investiga-
ción serán grabadas por medios
audiovisuales y podrán ser reprodu-
cidas en el juicio en los casos y con-

a

a

b

c

diciones determinadas por la LE-
CRIM. La declaración podrá re-
cibirse por medio de expertos –art.
26.1–.

■ El Fiscal recabará del Juez o Tri-
bunal la designación de un defensor
judicial de la víctima, para que la 
represente en la investigación y en
el proceso penal, en los siguientes
casos: Cuando valore que los re-
presentantes legales de la víctima
menor de edad o con capacidad ju-
dicialmente modificada tienen con
ella un conflicto de intereses, deri-
vado o no del hecho investigado,
que no permite confiar en una ges-
tión adecuada de sus intereses en la
investigación o en el proceso penal.

Cuando dicho conflicto de inte-
reses exista con uno de los progeni-
tores y el otro no se encuentre en
condiciones de ejercer adecuada-
mente sus funciones de represen -
tación y asistencia de la víctima me-
nor o con capacidad judicialmente
modificada. Cuando la víctima 
menor de edad o con capacidad ju-
dicialmente modificada no esté
acompañada o se encuentre separa-
da de quienes ejerzan la patria po-
testad o cargos tutelares –art. 26.2–.

■ Cuando existan dudas sobre la
edad de la víctima y no pueda ser
determinada con certeza, se presu-
mirá que se trata de una persona
menor de edad –art. 26.3–.

También en esta materia de víctimas
menores y personas con discapaci-
dad necesitadas de especial protec-
ción, el EVD modifica la LECRIM
–arts. 433.IV, 448.III, 544 ter 7,
544 quinquies, 707.II y 730– con
la finalidad de adaptar la LECRIM
a las novedades –que ya han sido
objeto de análisis– contenidas en el
EVD, y con alguna especificación
adicional de interés consiguiente a
esas novedades –como cuando en el
art. 730 se contempla la posibilidad
de leer o reproducir a instancia de
cualquiera de las partes las declara-
ciones recibidas de conformidad
con lo dispuesto en el art. 448.III
durante la fase de investigación a las
víctimas menores de edad y a las

a

b

b

c
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víctimas con discapacidad necesita-
das de especial protección, pues ob-
viamente si no se permite el acceso
de esas declaraciones al acto del jui-
cio oral quedaría sin ninguna utili-
dad práctica la posibilidad estableci-
da en dicho art. 448.III–.

7. DISPOSICIONES COMUNES
El EVD concluye su articulado con
una serie de disposiciones comunes
sobre Oficinas de Asistencia a las
Víctimas –arts. 27 a 29–, formación
en los principios de protección de
las víctimas –art. 30–, protocolos de
actuación –art. 31–, cooperación
con profesionales y evaluación de la
atención a las víctimas –art. 32–, co-
operación internacional –art. 33–,
sensibilización –art. 34–, y obliga-
ción de reembolso –art. 35–.

De esta regulación hay tres de pre-
cisiones de interés, desde la pers-
pectiva de género, en relación con
las funciones de las Oficinas de Asis-
tencia a las Víctimas.

■ La primera es la de que dichas
Oficinas, atendiendo a la valoración
de las circunstancias particulares de
cada víctima, podrán acordar, entre
otras, las medidas especiales de apo-
yo que puedan resultar necesarias
cuando se trata de una víctimas con
necesidades especiales de protección
–art. 28.2.d)–. El RD 1109/2015,
de 11 de diciembre, aclara que, en-
tre las medidas especiales de apoyo
que puedan resultar necesarias
cuando se trata de una víctimas con
necesidades especiales de protec-
ción, se pueden incluir: La pres-
tación de apoyo o asistencia psico-
lógica para afrontar los trastornos
ocasionados por el delito, aplicando
los métodos psicológicos más ade-
cuados para la atención de cada víc-
tima. El acompañamiento a jui-
cio. La información sobre los
recursos psicosociales y asistenciales
disponibles y, si la víctima lo solici-
ta, derivación a los mismos. Las
medidas especiales de apoyo que
puedan resultar necesarias cuando
se trate de una víctima con nece -
sidades especiales de protección. 

a

b
c

d

La derivación a servicios de apo-
yo especializados –art. 19.11º–.
Más concretamente, la asistencia
psicológica comprende: La eva-
luación y el tratamiento de las vícti-
mas más vulnerables para conseguir
la disminución de la crisis ocasiona-
da por el delito, el afrontamiento
del proceso judicial derivado del de-
lito, el acompañamiento a lo largo
del proceso y la potenciación de las
estrategias y capacidades de la vícti-
ma, posibilitando la ayuda del en-
torno de la víctima. Entre los facto-
res a evaluar están: el tipo de
relaciones de la víctima, el afronta-
miento de los problemas, las fuentes
de apoyo, los valores, la acumula-
ción de estresores, los problemas de
salud y de comportamiento, las
condiciones socio-ambientales, así
como, las variables asociadas al he-
cho delictivo, entre las que están el
impacto directo del delito y los tras-
tornos ocasionados por éste, el ries-
go de reincidencia, las posibles re-
presalias y la intimidación. El
estudio y la propuesta de aplicación
de las medidas de protección que
minimicen los trastornos psicológi-
cos derivados del delito y eviten la
victimización secundaria, conforme
a lo previsto en el EVD –art. 22–.

■ La segunda es la de que “los fami-
liares de la víctima podrán acceder a
los servicios de apoyo a las víctimas
conforme a lo que se disponga re-
glamentariamente, cuando se trate
de delitos que hayan causado perjui-
cios de especial gravedad” –art.
28.4–. Se trata de una norma a valo-
rar favorablemente en su aplicación a
los delitos de violencia de género
porque las manifestaciones secunda-
rias de violencia de género pueden
ser padecidas tanto por la mujer co-
mo por otras personas con ella rela-
cionadas, y, singularmente, sus fami-
liares cuando ella fallezca, por
ejemplo por continuar con el proce-
so penal –es lo que se conoce como
violencia de género indirecta–. El in-
conveniente se encuentra en la apa-
rente dejación al desarrollo regla-
mentario, aunque a nuestro juicio la
interpretación más adecuada es con-

b

a

e siderar que lo que se ha dejado al
desarrollo reglamentario es el modo
de ejercicio del derecho, pero no su
existencia que, en consecuencia, per-
mitiría su reclamo siempre que se
trate de delitos que hayan causado
perjuicios de especial gravedad, aun-
que el desarrollo reglamentario hu-
biera introducido restricciones sin
expreso apoyo legal. Aparentemen-
te, el RD 1109/2015, de 11 de di-
ciembre, se mueve dentro de los lí-
mites legales cuando establece, de un
lado, que la causación de perjuicios
de especial gravedad se valorará
“atendiendo a las necesidades y da-
ños sufridos como consecuencia de
la infracción penal cometida contra
la víctima”, y, de otro lado, que “se
entenderá por familiares las personas
unidas a la víctima en matrimonio o
relación análoga de afectividad, y los
parientes hasta el segundo grado de
consanguinidad”. Cumplidas esas
exigencias “las Administraciones Pú-
blicas y las Oficinas de Asistencia a
las Víctimas podrán hacer extensivo
a los familiares de las víctimas el de-
recho de acceso a los servicios de
asistencia y apoyo” –art. 7.2 RD
1109/2015–. El problema surge
precisamente con la utilización en la
norma reglamentaria del verbo po-
testativo “podrán” referido a los ór-
ganos administrativos pues en la nor-
ma legal no aparece referido a ellos
sino en relación con las víctimas, con
lo cual son estas las que podrán ac-
ceder a los servicios de asistencia y
apoyo cuando se den las expuestas
exigencias legales y reglamentarias,
sin que sean los órganos administra-
tivos quienes puedan negar esa asis-
tencia y apoyo a las familias.

■ Y la tercera es la de que “las vícti-
mas con discapacidad o con necesi-
dades especiales de protección, así
como en su caso sus familias, recibi-
rán, directamente o mediante su de-
rivación hacia servicios especializa-
dos, la asistencia y apoyo que
resulten necesarios” –art. 28.5–. De
nuevo la expresión “en su caso sus
familias” supone que las familias no
en todo caso ostentan acceso a la
asistencia y apoyo.
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RESUMEN
Este artículo trata de analizar la respuesta jurídico-penal de los
diversos preceptos existentes en el Código penal ante la violencia de
género producida mediante el acoso cibernético.

Del estudio realizado mediante la revisión de la literatura y el análisis
del código penal se muestra una falta de proporcionalidad de la pena
al supuesto de hecho: trato degradante, injurias, calumnias,
revelación de secretos, amenazas e inducción al suicidio en los delitos
de violencia de género. Esto ocurre, puesto que no existe un precepto
penal específico que regule y tipifique las acciones ilícitas que
provocan este tipo de ataques a los derechos fundamentales de la
víctima en internet. Dadas las características propias de internet: la
rapidez de comunicación, de intercambio de ficheros, mensajes y su
efecto viral, es decir, dicha información puede ser compartida por
todos los usuarios de internet. Esto provoca una agravante en el ilícito
cometido que no queda tipificado en el Código penal.

Por tanto, desde este estudio se aclama la necesidad de introducir un
supuesto de hecho específico para estos tipos de ilícitos realizados en
internet, bien mediante una agravante en el propio precepto penal o
un precepto penal nuevo como se ha hecho con los delitos “ex novo”
de sexting y stalking.

La estructura de este artículo se divide en secciones: La primera
sección muestra la introducción al planteamiento del problema, en la
segunda sección se habla del concepto y características del
ciberbullying, en la tercera sección se estudia la respuesta jurídico
penal que otorga el código penal a este tipo de ilícitos penales, y, por
último, se extraen las conclusiones.

Palabras clave: Pviolencia género; intimidad; bienes jurídicos;
trato degradante; ciberbullying.

ABSTRACT
This article attempts to analyze the legal and criminal response of the
various existing provisions in the Criminal Code against gender
violence produced by cyberbullying. 

The study by reviewing the literature and analysis of the penal
code a lack of proportionality of punishment to the assumption
made is displayed: degrading treatment, libel, slander, disclosure
of secrets, threats and inducement to suicide in crimes of violence
of genre. This happens because there is no specific criminal
provision to regulate and criminalize illicit actions that cause this
type of attacks on the fundamental rights of the victim on the
Internet. Given the nature of the Internet: the speed of
communication, file sharing, messaging and viral effect, ie, that
information can be shared by all Internet users. This causes an
aggravating factor in the crime committed is not punishable under
the Criminal Code.

Therefore, from this study the need to introduce a course specifically
made for these types of illegal made on the Internet, either through an
aggravating in the penal provision itself or a new penal provision as
has been done with the crimes "ex novo” is acclaimed sexting and
stalking.

The structure of this article is divided into sections: The first section
shows the introduction to approach the problem, in the second
section we talk about the concept and characteristics of cyberbullying,
in the third section the criminal justice response that gives the
criminal code is studied this type of criminal offenses, and, finally, the
conclusions.

Keywords: Gender violence; privacy; legal rights; degrading
treatment; ciberbullying.

1. INTRODUCCIÓN

La era digital ha revolucionado
nuestras vidas con nuevas herra-
mientas para realizar un sinfín de ac-
tividades impensables para el ser hu-
mano: podemos comunicarnos a
través de las redes sociales, aplicacio-
nes de móviles, chats y videoconfe-
rencias con conocidos y desconoci-
dos, buscar información de forma
rápida, sencilla y eficaz. Internet
constituye una enciclopedia y un haz
de recursos al alcance de todos.

Pero, internet también ha supuesto
el trasvase de las formas de actuar de
las personas a este medio virtual. Por
tanto, no es extraño encontrar en la
red abusos y delitos informáticos,
apologías contra la vida, la mujer, los

28

1 GARCÍA GONZÁLEZ, J., La violencia
de género en la adolescencia, Navarra, Cizur
Menor, 2012.
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homosexuales… y acoso en la esfera
digital. Éste es un supuesto muy co-
mún entre los menores de edad, que
existe y ha existido desde siempre en
el colegio, en el parque… Conside-
rado “cosas de niños”. Pero, la si -
tuación cambia cuando este tipo de
acoso se produce de forma ininte-
rrumpida y durante un período de
tiempo continuado contra una me-
nor constituyendo acoso, y más aún
al ser realizado por medio de las 
Tic’s. La menor está constantemente
siendo atacada, increpada, humilla-
da y vejada por su ciberagresor o ci-
beragresores. Este hecho constituye
en la cibervíctima un padecimiento
mucho más intenso, que el sufrido
en el centro escolar. Esto es debido
a las características propias de este ti-
po de ciberacoso: ciberbullying.

2. CIBERBULLYING

El acoso cibernético constituye la
lacra de nuestra sociedad digital.
Más aún, si lo realizan parejas de
menores constituidas en una
relación sólida y sería, sin ideario de
futuro, pero que comparten un sen-
timiento intenso de amor entre el-
los similar a la de los adultos1.

Este tipo de ciberacoso puede rea -
lizarse tanto en la esfera digital co-
mo en los lugares físicos frecuenta-
dos por ambos.



Estas conductas de ciberbullying no
tienen una lista cerrada, sino que
dependen de la voluntad del cibera-
gresor. Todas las conductas tienen
la intencionalidad de provocar un
daño en la cibervíctima, producien-
do una interferencia y vulnerabili-
dad de sus bienes jurídicos lesiona-
dos de forma ininterrumpida y
constante en el tiempo. No hay lí-
mites de tiempo ni de espacio. Las
conductas más comunes son: enviar
emails para amenazar, humillar y
burlarse de la ex pareja. Difundir en
los foros, chats y redes sociales men-
tiras sobre la cibervíctima. Utilizar
el nombre de la cibervíctima o usur-
par su identidad en la red para ac-
tuar en nombre de ella y crear dis-
crepancias con otras personas,
difundir rumores de ella, insultarla
delante del círculo de amigos de
ambos, etc…

Este tipo de conductas provocarán
en la cibervíctima un gran senti-
miento de inseguridad, temor, do-
lor, angustia, baja autoestima. En
definitiva, la menor necesitará apo-
yo de su círculo de amigos y adul-
tos para evitar caer en una terrible
depresión con consecuencias muy
graves. 

Además, a las características típicas
de este tipo de ciberacoso, no se
deben obviar las peculiaridades del
delito de violencia de género, don-
de la menor siente una gran admi-
ración y amor por su cibernovio.
Cree que es el hombre de su vida, y
que sin él no es capaz de seguir con
su vida. Tiene totalmente anulada
su percepción de la realidad. Sigue
el ejemplo de su madre y sus abue-
las, que le cuentan “hay que tragar
y aguantar mucho en una pareja”.
Sin darse cuenta se ha convertido
en una “sumisa” en manos de su ex
novio, quién puede agredirla, vejar-
la, humillarla…, y todo “es culpa
de ella”. 

Este es el mensaje social, que se da
a los menores. El ciberagresor tiene
una posición de dominio, de supe-
rioridad respecto a ella, tiene la in-
tención de controlarla y dominarla
en todo momento.

3. LA RESPUESTA JURÍDICO-
PENAL ANTE EL CIBERBULLYING
EN VIOLENCIA DE GÉNERO
Ante todo lo expuesto, no cabe du-
da que estos hechos producen una
lesión muy grave en los bienes jurí-
dicos lesionados por la cibervíctima.
Estos son: la vida, la intimidad, la in-
tegridad física o psicológica, el ho-
nor, la imagen, la libertad, etc… To-
dos estos bienes jurídicos están
regulados y protegidos en el código
penal con la correspondiente pena
para el sujeto activo, que realiza este
tipo de desvalor con su acción vul-
nerando estos bienes personalísimos
e inherentes a cualquier persona.

Así pues, con la reforma actual del
código penal el legislador se ha sen-
tido sensibilizado con determinadas
conductas, que no reguladas en
nuestro texto legislativo anterior ca-
recían de la correspondiente sanción
penal ante el agravio producido
contra su persona. Este es el caso
del nuevo delito de “hostigamiento
en la red” o ciberstalker, regulado
en el artículo 172 ter del código pe-
nal, que no se va a analizar. Lo mis-
mo ocurre con el delito de “acoso
sexual o sexting”, que castiga la vul-
neración del bien jurídico protegi-
do: la imagen, el honor y la intimi-
dad de la persona.

Antes de la reforma se utilizaban
otros preceptos penales para dar una
respuesta jurídica ante el agravio su-
frido. Sin embargo, el legislador ha
creado “ex novo” dos nuevas figu-
ras jurídicas “sexting o acoso sexual
en internet” y “stalking” ante este
tipos de ciberacosos. El legislador
ha considerado que la respuesta ju-
rídico-penal ante la lesión de estos
bienes jurídicos no era suficiente y
no era acorde con el principio de
proporcionalidad imperante en el
código penal.

Pero, este hecho no ha ocurrido con
el tipo de ciberacoso denominado:
ciberbullying. Sino que, ante el ata-
que “con suma violencia y gravedad
característica propia de los ataques a
través de internet” a los bienes per-
sonalísimos de la cibervíctima se uti-
lizan los artículos previstos en la Ley.
Hay autores como MIRÓ LLINA-
RES, que está de acuerdo con la si-
tuación actual. Aunque, la mayoría
de la doctrina no tienen en cuenta
estas dos variables: que la suma del
delito de violencia de género y el
ataque de estos bienes a través de las
Tic’s supone un agravamiento de la
conducta típica prescrita en nuestro
código penal. Por tanto, considero
que el desvalor de la acción sufrida
por la cibervíctima, no abarca todo
el injusto producido.
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Así pues, ante este tipo de ciberaco-
so se suele aplicar por parte de los
tribunales el artículo 173. 1 del Có-
digo Penal. Presente en el título VII.
El bien jurídico protegido es la inte-
gridad moral. Según MARTÍNEZ
GONZÁLEZ el verbo rector de la
conducta típica es “infligir, herir,
golpear, causar daño, imponer un
castigo” por si mismo revelador del
contenido de la acción2. Existen nu-
merosas sentencias de los tribunales
al respecto. Solucionando de este
modo el problema. El artículo 173
constituye un tipo penal autónomo,
pudiendo entrar en concurso con
otras normas penales para poder re-
tribuir a la víctima ante el bien o
bienes jurídicos lesionados conforme
a la finalidad de la ley penal. El bien
jurídico protegido es la integridad
moral y es necesario que cumpla el
requisito de continuidad tal y como
se establece por la jurisprudencia en
su apartado 4ª3. Aunque como se
señalaba con anterioridad no es ne-
cesario, que haya una sucesión de
acciones reiteradas contra la ciber-
víctima, sino que una sola acción
puede revestir de la suficiente grave-
dad para atentar contra el bien jurí-
dico o bienes jurídicos lesionados
como ocurre con internet4 ; debido
a la información vertida en la web.
Dicha información deja de ser con-
trolada por ambos, provocando una
y otra vez una incesante lesión de los
bienes jurídicos de ella. Lo que a pe-
sar de ser un único acto reviste de la
suficiente gravedad para ser conside-
rado por el legislador “grave y habi-
tual”, ya que sus efectos perduran en
el tiempo5. 

El apartado 2ª supone un agrava-
miento de la sanción penal al recaer
sobre la pareja o ex pareja del cibe-
ragresor. 

El apartado 4ª del mismo texto le-
gal identifica la injuria o vejación in-
justa leve producida sobre la pareja
o ex pareja del ciberagresor como
requisito para su aplicación, merece-
dor de ser castigada dicha conducta.

La jurisprudencia identifica trato
degradante con6:

Un acto claro e inequívoco con-
tenido vejatorio para el sujeto pasi-
vo del delito.

Un padecimiento físico o psíqui-
co en dicho sujeto.

Un comportamiento que sea de-
gradante o humillante e incida en el
concepto de dignidad de la persona
afectada por el delito”.

El ciberagresor entre las conductas
mencionadas con anterioridad pue-
de constituir la acción tipificada en
el artículo 197 del código penal,
que protege el bien jurídico “inti-
midad”. Este tipo penal supone ha-
cer públicos secretos de la cibervíc-
tima, que previamente haya contado
a su ex novio. La consumación del
delito se produce al transmitirlos sin
el consentimiento de la ofendida
por internet a terceros. El artículo
197.7.2ª supone un agravamiento
de la conducta al recaer sobre la 
figura de la novia o ex novia. 
También cabría que el ciberagresor
obtuviera dicha información cra-
queando de forma ilícita las claves
de la cibervíctima, o que sabiéndo-
las, se apoderase de dicha informa-
ción y la difundiera por la web. Ca-
be destacar que en la jurisprudencia
revisada se aprecia que a pesar de
haber cometido dicha revelación de
secretos por internet y contra la 
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2 MARTINEZ GÓNZALEZ, Mª. I.,
GALÁN MUÑOZ, A., GÓMEZ RIVERO,
Mª. C., GÓNZALEZ CANO, Mª. I.,
MENDOZA CALDERÓN, S., MUÑOZ
CONDE, F., y SIERRA LÓPEZ, Mª. V.,
El acoso: tratamiento penal y procesal, Tirant
lo Blanch, 2011, p. 53.

3 Como la resolución dictada recientemente
por la Audiencia Provincial de Cantabria, en
la que acordaba continuar el expediente en
relación con la comisión de un presunto
delito del art. 173 CP, argumentando que
en ese caso se encontraban “ante una
situación prolongada en el tiempo, realiza-
da presuntamente por varias menores, con
un objetivo común: acosar y hostigar a otra
menor”. Audiencia Provincial de Cantabria,
Nº. 291/2012, Sección 3ª, 25 mayo del
2012. En este caso, la Audiencia Provincial
de Baleares, N. º 125/2010, Sección 2ª,
15 de marzo del 2010, especifica que “los
hechos se iniciaron posiblemente en el año
dos mil cinco, pero continuaron los mismos
con distintas facetas hasta que estallaron en
mayo del 2007.”

4 MIRÓ LLINARES, F., “Derecho penal,
cyberbullying y otras formas de acoso (no
sexual) en el ciberespacio”, Revista de in-
ternet, derecho y política, Nº 16, 2013, p.
65. SERRANO BIEDMA, Mª C. y
LÓPEZ MIGUEL, Mª J., “Acoso escolar
en adolescentes de entre 12 y 16 años”,
Anuario de justicia de menores, nº 10,
2010, p. 243. Tribunal Supremo, Sala de lo
penal, Sección 1ª, Nº. 1328/2009, 30 de
diciembre del 2009. Juzgado de menores
de Granada, nº 257/2010, Sección 1ª, 15
de julio del 2010.

5 Audiencia Provincial de Valencia, Nº.
488/2009, Sección 5ª, 10 de septiembre
del 2009.

6 Tribunal Supremo, Nº. 1251/2009, Sala
de lo penal, Sección 1ª, de 30 de diciembre
del 2009.



figura de la ex novia; no se aplica la
agravante propia de violencia de gé-
nero7.

También existen otros preceptos pe-
nales que castigan estas conductas
como el artículo 169 a 171 del mis-
mo texto legislativo, referente a las
amenazas. Presente en el título II del
Código penal. El bien jurídico pro-
tegido es el “libre desarrollo de la
voluntad y la libertad de obrar”. El

supuesto más usual se referirá a ame-
nazas no condicionales para infun-
dir un temor en la víctima con la di-
fusión de internet de información de
la víctima, ya sea dicha información
cierta o falsa. Existe en el propio ti-
po penal una agravante en el párra-
fo segundo de dicho artículo al rea-
lizar la amenaza a través de
“cualquier medio de comunicación
o reproducción”. como ocurre al ha-
cerlo a través de internet. Las ame-
nazas deben transmitir en la ciber-
víctima credibilidad, seriedad y el
contenido del mensaje sea un mal
cierto. Sino sería atípica la acción. La
consumación se produce al dar a co-
nocer ese agravio a terceras perso-
nas. También el artículo 171.4 cas-
tiga la amenaza leve al realizarla
contra la novia o ex novia. Aunque
se destaca que no hay regulación del
delito de amenaza “grave” realizado
ante el supuesto de violencia de gé-
nero. Lo que haría falta una modifi-
cación al respecto, ya que por la pro-
pia naturaleza del medio, la amenaza
se consuma al difundirlo por inter-
net, lo que dejará de ser “leve”; de-
bido a las características propias de
internet.

También cabe aplicar el delito de
coacciones. Regulado en el artículo
172 del Código Penal. Presente en
el capítulo III del Código Penal. El

bien jurídico protegido es el mismo
que en las amenazas. Aunque las
coacciones requieren que dicha ac-
ción se realice con “violencia”. Se
entiende que hay violencia al reali-
zar una fuerza física o psíquica ca-
paz de doblegar la voluntad de otra
persona, bien obligando a hacer al-
go o dejar de hacer en contra de su
voluntad. Por ello, hay autores co-
mo CUERDA ARNAU que consi-
deran la no existencia del acoso vir-
tual en el delito de “coacción”
porque “nadie obliga a la otra parte
a abrir y leer los mensajes enviados,
responder las llamadas del móvil y
leer los mensajes insertados en otras
plataformas virtuales”8.

Aunque, la Audiencia Provincial de
Sevilla determina que este tipo de
conductas “puede afectarle a su
tranquilidad y a su sentimiento sub-
jetivo de seguridad hasta hacerle
modificar sus actos cotidianos”9. Es-
tá a favor de su penalización. En la
misma línea MIRÓ LLINARES di-
ce que “cuando la intimidación
ejercida a través del ciberespacio sea
tan grave como para ser considera-
da una vis compulsiva impeditiva,
podrá entenderse la misma equiva-
lente a la fuerza exigida para la vio-
lencia en las coacciones”10. El legis-
lador castiga la “coacción leve” al
ser ejercida contra la novia o ex no-
via del ciberagresor, pero se vuelve
a incidir que la coacción realizada a
través de las Tic’s no tiene la consi-
deración de “escasa lesividad”, sino
que provoca un gran daño en la ci-
bervíctima. Por tanto, se considera
necesario incorporar este supuesto
de delito de violencia de género en
el delito de coacciones.

BAUCELLS LLADÓ dice “el legis-
lador ha realizado un abordaje asis-
temático, atomizado e irreflexivo
del ciberacoso. En ningún momen-
to de todo este proceso ha existido
un concepto de ciberacoso lo sufi-
cientemente preciso y consolidado,
cuya elaboración por otra parte
constituiría el punto de partida ine-
ludible para diseñar una interven-
ción penal adecuada”11.
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7 En esta sentencia el exnovio suplanta la
identidad de su expareja en una red social y
escribe frases sobre ella como “soy una gran
puta y lo sabéis todos y todas y no tengo
compasión por nadie”, Además de mante -
ner conversaciones ficticias con diversos
contactos. Audiencia Provincial de Albacete,
nº 237/2009, Sección 2ª, 20 de julio del
2009.

8 CUERNA ARNAU, M.,” Menores y re-
des sociales: protección penal de los
menores en el entorno digital”, Cuadernos
de política criminal, nº 112, pp.37-38.

9 Audiencia Provincial de Sevilla, nº
965/2012, Sección 4ª, 27 de noviembre
del 2012.

10 MIRÓ LLINARES, F., “Derecho penal,
cyberbullying y otras formas de acoso (no
sexual) en el ciberespacio”, op. cit., p. 12.

11 BAUCELLS LLADÓS, J., “Reflexiones
críticas sobre el proyectado delito de
hostigamiento”, con (Dir.) PÉREZ CEPE-
DA, A. I., y (Coord.) GORJÓN BAR-
RANCO, Mª. C., El Proyecto de reforma del
código Penal de 2013 a debate, Ratio Legis,
2014, p. 76.
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12 Véase el caso de Jessie Logan, que acabó
suicidándose; a pesar de que su familia cam-
bió su residencia a otro Estado.
http://www.ciberbullying.com/cyberbully-
ing/2012/10/10/el-caso-por-el-ciberbully-
cidio-de-jessie-logan-llega-a-un-acuerdo-
extrajudicial/
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4. CONCLUSIÓN

En este estudio se extraen una serie
de deficiencias en cuanto a la pro-
porcionalidad de la sanción de los
ilícitos cometidos ante el delito de
violencia de género realizado a tra-
vés de internet. Hay una ausencia de
una regulación concreta respecto al
“acoso cibernético”. No existe den-
tro del código penal ningún capítu-
lo denominado “delitos de acoso ci-
bernético”. Sino que para poder
sancionar estas conductas, se debe
acudir a los distintos preceptos pe-
nales existentes en el código, que
dan una respuesta jurídica respecto
al desvalor de la acción producida
contra los bienes jurídicos de la ci-
bervíctima sin la debida proporcio-
nalidad. El tipo penal no abarca to-
da la lesividad sufrida en el bien
jurídico protegido al concurrir el su-
puesto de realizarse dichas acciones
por internet; con el consecuente
agravamiento de las conductas al ser
un medio viral. Sus características
consisten en una divulgación rápida,
fácil e inmediata de la información
con todo tipo de cibernautas tanto
conocidos como desconocidos, y de
forma global en todo el mundo. Por

mucho que la víctima quiera escapar
del ciberacoso, no hay lugar dónde
éste no llegue12. A ello hay que su-
marle “las características propias de
los supuestos de violencia de géne-
ro”, donde la menor es más vulnera-
ble, y por tanto la afectación a sus
bienes jurídicos. A pesar de existir
dentro de los tipos penales párrafos
específicos para penar el supuesto de
violencia de género, estos supuestos
hacen referencia a calificar delitos
considerados “leves”; que como
consecuencia de producirse por in-
ternet se convierten en ”graves”.
Considerando que no se ajustan al
desvalor de la acción producida. Por
tanto, queda sin la debida propor-
cionalidad en la sanción penal, si la
acción se ha producido ante un su-
puesto de violencia de género en in-
ternet tal y como ocurre en las sen-
tencias mencionadas en el artículo.
Por ello, es necesario crear un pre-
cepto penal “ex novo”, que conten-
ga el delito de ciberacoso en su pro-
fundidad. Lo defina, establezca sus
características y prescriba la sanción
correspondiente al respecto, que no
existe. Además incluya en dicho pre-
cepto una sanción acorde a la acción
prescrita en el tipo penal “en los su-

puestos de violencia de género”, te-
niendo en cuenta las características
propias de esta lacra social. No se es-
tá proponiendo establecer penas ele-
vadas al concurrir este tipo de vio-
lencia, sino que se tenga en cuenta
su regulación específica en el tipo
penal de ciberbullying con una pena
proporcional al injusto cometido.

En cambio, el legislador si ha creado
nuevos tipos penales para el delito
de “stalker u hostigamiento” regula-
do en el artículo 172 ter y el delito
de “sexting o acoso sexual por inter-
net” regulado en el artículo
197.7.2ª del mismo texto legislati-
vo. No se entiende la falta de regu-
lación del delito de “ciberbullying”
por parte del legislador. Es necesaria
su regulación para evitar problemas
casuísticos y cumplir con el principio
de proporcionalidad imperante en
nuestras leyes.
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1. INTRODUCCIÓN
El principio de composición equili-
brada de las listas electorales cumple
diez años1. Desde que se plasmara
en la LOI de 2007 se ha aplicado
en diversos procesos electorales, con
unos resultados plausibles. Es buen
momento, pues, para realizar un ba-
lance del mismo. Balance que tiene
varias luces pero también alguna
sombra. Balance que en realidad es
una reflexión en voz alta sobre una
medida en su día polémica y hoy
plenamente integrada en nuestro
sistema.

2. ORÍGENES Y PRIMEROS PASOS
A finales del siglo pasado e inicios
del actual España parecía inclinarse
hacia una política decididamente
igualitaria en las instituciones. Des-
de hacía años diversos debates aca-
démicos daban cuenta, dentro de
discusiones más amplias sobre los
nuevos postulados igualitarios, de
diversas medidas específicas encami-
nadas a mejorar la presencia institu-
cional femenina; estas medidas reci-
bían el nombre de cuotas electorales2.
Países de nuestro entorno ya las ha-
bían adoptado, protagonizando un
debate donde se discutió arduamen-
te el encaje constitucional de las pri-
meras formulaciones (Francia en los
años ochenta, e Italia en los noven-
ta, sin ir más lejos). Solventadas esas
dudas, las cuotas comenzaron a im-

plementarse en sus múltiples varian-
tes sin solución de continuidad a lo
largo y ancho del mundo. Se calcula
que hoy en día son ya más de 100
países los que adoptan algún tipo de
porcentaje3.

El antecedente directo del principio
de composición equilibrada es doble.
Por un lado, las cuotas internas que
aplicaban allá por la década de los
ochenta-noventa algunos de nuestros
partidos políticos de izquierda. Por
otro, cuatro leyes autonómicas que
introdujeron disposiciones muy simi-
lares a aquél. En 2002 fueron Balea-
res y Castilla-La Mancha, y en 2005
lo hicieron Andalucía y País Vasco.
Así fue como la cuota de partido y la
cuota legal autonómica dieron paso a
la cuota legal a nivel nacional.

Los inicios del principio de compo-
sición equilibrada fueron un tanto
complicados. La LOI entró en vigor
el 24 de marzo de 2007. Casi dos
meses después, el 27 de mayo de
2007, se iban a celebrar elecciones
municipales en toda España. Inten-
tando que las formaciones políticas
que concurrían al proceso gozaran
de las mayores garantías, y ante el
revuelo político y mediático produ-
cido por las eventuales disfunciones
que podría causar, la Junta Electoral
Central dictó dos Instrucciones, la
5/2007, de 12 de abril, y la
8/2007, de 19 de abril, donde acla-
raba los puntos más controvertidos
de la disposición4. A pesar de ello,
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1 En consecuencia, toda candidatura elec-
toral debe prever entre el 40% y el 60%, co-
mo mínimo y como máximo, de mujeres y
hombres. Tal proporción debe respetarse en
cada tramo de cinco puestos, tanto en los tit-
ulares como en los suplentes. Un análisis re-
ciente puede verse en BIGLINO CAMPOS,
P; "Equal Representation in Spain: Lessons
Learned from Balanced Electoral Lists". En
Improving Electoral Practices: Case Studies
and Practical Approaches, International In-
stitute for Democracy and Electoral Assis-
tance, Stockholm, 2015, pp. 203-224.

2 A título de ejemplo puede verse VVAA;
Mujer y Constitución en España. CEPC,
Madrid, 2000.

3 Vid. DOŠEK, T (et al, eds.); Women,
Poli tics, and Democracy in Latin America,
Palgrave Macmillan, New York, 2017;
LENA KROOK, M; and ZETTERBERG,
P (ed.); Gender Quotas and Women´s Repre-
sentation. New Directions in Research. Rout-
ledge, Oxon and New York, 2016;
THAMES, F; WILLIAMS, M; Contagious
Representation Women’s Political Represen-
tation in Democracies around the World,
New York University Press, New York,
2013; LENA KROOK, M; Quotas for
women in politics. Gender and candidate se-
lection reform worldwide, Oxford-Universi-
ty Press, New York, 2009; y DAHLERUP,
D (ed.); Women, Quotas and Politics, Rout-
ledge, New York, 2006.

4 Vid. SANTOLAYA MACHETTI, P; SAN-
TOLAYA MACHETTI, P; “Democracia
Paritaria y Partidos Políticos”, en PAU i
VALL, F (coord.); Parlamento y partidos
políticos. XV Jornadas de la Asociación Es-
pañola de Letrados de Parlamentos, Tecnos,
Madrid, 2009, pp. 182 y 183; y GARCÍA
SORIANO, Mª.V; “El principio de presen-
cia equilibrada en el art. 44 bis de la LOREG
y el derecho de acceso a los cargos públicos
en condiciones de igualdad: análisis crítico de
la última reforma de la LOREG”, Feminis-
mo/s, nº 12, 2008, pp. 147 y 148. En lo que
hace al ruido de fondo que acompañó al pro-
ceso, basta un rápido vistazo a los principales
medios de comunicación escritos para obser-
var que las dificultades iban a ir de la mano
de la innovación legislativa. Fue el caso del
municipio de Fuente Álamo (Murcia), go -
bernado por el PP, que hubo de sacar a una
mujer de las listas para introducir a un hom-
bre (El País, lunes 26 de marzo de 2007,
página de contraportada); fue el caso de nu-
merosos municipios de Galicia, Euskadi y
Madrid (incluida la propia lista presentada
por el PSOE al Ayuntamiento de dicha ciu-
dad, que hubo de ser reelaborada dado que
no cumplía con el marco legal de la paridad:
El País, miércoles 9 de mayo de 2007, p. 20
y El País, 14 de febrero de 2007). Fue tam-
bién el supuesto en el que se vio inmersa
dicha formación en la ciudad de Sevilla, que
también hubo de rehacer la candidatura en
aras de cumplir lo previsto en la LOI. RU-
BIALES, A; “La paridad en las listas elec-
torales”, El País, 24 de enero de 2007. Es-
pecialmente relevantes son los casos de
Garachico y de Brunete, por lo que luego se
dirá, y que hicieron correr ríos de tinta en su
momento (se puede consultar a tales efectos
el diario El Mundo, 14 de mayo de 2007.
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algunas candidaturas incumplieron
las previsiones equilibradas, dando
lugar a un acervo de sentencias
constitucionales (hasta 18 amparos
electorales)5. Destaca por encima de
todas la STC 127/2007, resolución
que, con base a su vez en la STC
108/2007, constata que el partido
político infractor tuvo a su disposi-
ción el trámite de subsanación legal-
mente previsto y, aún así, persistió
en el incumplimiento de la exigencia
equilibrada. La consecuencia fue la

no proclamación de la candidatura,
decisión cuya licitud declara. Ese fue
el criterio dominante aplicado en to-
dos. El leading-case en la materia
llegó con la STC 12/2008, de 29
de enero, que declara la constitucio-
nalidad del principio de composi-
ción equilibrada con una argumen-
tación que pivota en torno al
artículo 9.2 CE. No es este lugar pa-
ra volver sobre cuestiones que han
sido ampliamente tratadas ya6. Sim-
plemente queríamos recordar que
los inicios de la composición equili-
brada fueron un tanto complicados;
solventadas esas complicaciones, y
como no podía ser de otro modo, el
principio echó a andar.

3. EVOLUCIÓN Y DESARROLLOS
La composición equilibrada de las
listas electorales ha conseguido cen-
trar el debate igualitario, intentando
hacer de la nuestra una democracia
paritaria basada en una representa-
ción política incluyente e igualitaria.
Se ha conseguido aumentar de for-
ma gradual y progresiva la presencia
institucional femenina (aun con los
vaivenes que luego se expondrán).
Por ello creemos que el principio de
composición equilibrada cumple
una década de éxitos, aunque sea de
éxitos moderados y no espectacula-
res7. Veamos8.

Ámbito municipal. La composi-
ción equilibrada se ha aplicado en
tres procesos, 2007, 2011, y 2015.
En 2007 se elige al 39.5% de con-
cejalas. En 2011, al 40.1%. En
2015, ha bajado hasta el 35.6%. Es
ilustrativo que el porcentaje de al-
caldesas sigue siendo muy escaso
(19%), reflejo de la tendencia gene-
ral que se da en el resto de institu-
ciones representativas elegidas bajo
la fórmula del equilibrio: las muje-
res ocupan menos puestos en la
candidatura y, cuando los ocupan,
son puestos no seguros, de peor ca-
lidad por decirlo así9.

Ámbito autonómico. En este
ámbito hay que tener presente, allá
donde existan, normas paritarias
propias10. Si estas establecen un sis-

a

b

tema más favorable, será de aplica-
ción en detrimento de la legislación
española. Si la Comunidad Autóno-
ma en cuestión no goza de norma
que mejore, o la que tiene no llega a
los porcentajes estatales, se aplica el
principio de composición equilibra-
da. Dicho eso, y en líneas generales
las medias de presencia parlamenta-
ria femenina muestran incrementos
graduales en los Parlamentos Auto-
nómicos. En 2008, las parlamenta-
rias son el 41.1%. En 2009, el
41.67%. En 2010, el 42.22%. En
2011, el 43.18%; y en 2015, el
44.5%. Es cierto que si se acude a
casos individuales existen disparida-
des elocuentes. Algunas Asambleas
superan el 40% con mucho (por
ejemplo, Castilla-La Mancha, con el
53% de parlamentarias); otras llegan
al 40% con dificultades (Canarias); y
otras están en torno al 35% (Astu-
rias, Navarra, o Cataluña). Dos casos
destacan por encima del resto. En
primer lugar el del Parlamento Ga-
llego, institución que después de las
elecciones autonómicas de 2016, ha
elegido un 46.6% de parlamentarias
(y no aplica más que el principio de
composición equilibrada, dado que
carece de norma propia en la mate-
ria). El segundo es el caso del Parla-
mento Vasco, institución que des-
pués de las elecciones autonómicas
de 2016 tiene un 54.6% (que como
sabemos aplica legislación propia,
donde se establece una cuota del
50% de mujeres y hombres, al me-
nos en cada 6 puestos, a verificar en
los puestos titulares y suplentes)11.

Ámbito nacional. La disposición se
ha aplicado a cuatro procesos electo-
rales: 2008, 2011, 2015, y 2016. Pa-
ra el Congreso de los Diputados en
2007 se eligieron un total de 36.29%
diputadas. En 2011, 35.7%. En 2015
y 2016, el 39.7% y el 39.1%, respec-
tivamente. Para el Senado, (teniendo
en cuenta que la LOI no establece la
obligación de presentar candidaturas
equilibradas, debiendo "procurarse"
la misma), en 2008 se eligieron un
31.7% de senadoras. En 2011, un
35.6%. En 2015 y 2016, un 41.3% y
un 38%, respectivamente12.

c
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5 Vid. BIGLINO CAMPOS, P; "La com-
posición equilibrada de las listas elec-
torales", en BIGLINO CAMPOS, P (dir.);
Nuevas expectativas democráticas y elec-
ciones. Iustel, Madrid, 2008, pp. 78 y ss.

6 Una síntesis de los mismos puede encon-
trarse en ÁLVAREZ RODRÍGUEZ, I;
Democracia equilibrada versus Democracia
representativa. Congreso de los Diputados,
Madrid, 2012.

7 Vid. BIGLINO CAMPOS, P; op. cit. p.
213.

8 Todos los datos que se van a exponer han
sido tomados de los Informes de Paridad,
elaborados por el Ministerio del Interior
(www.mir.es); y de las estadísticas que sum-
inistra el Instituto de la Mujer (www.
http://www.inmujer.gob.es/). Los datos ref-
erentes a los últimos procesos electorales
(2015 en menor medida y 2016) se han
obtenido de las páginas web institucionales
(www.congreso.es y www.senado.es).

9 Vid. ESPÍ-HERNÁNDEZ, A: "Presencia
de la mujer y brecha de género en la políti-
ca local española", Femeris, nº 2-1, 2017,
pp. 133-147.

10 Vid. BIGLINO CAMPOS, P; “La legis-
lación electoral estatal y el margen del legis-
lador autonómico”, en GÁLVEZ MUÑOZ,
L. A (dir.); El Derecho Electoral de las Co-
munidades Autónomas. Revisión y mejora,
CEPC, Madrid, 2009, p. 36 y ss; y GAR-
CÍA MAHAMUT, R; “Principio de igual-
dad y derecho de participación en los asun-
tos públicos en las reformas de la LOREG
operadas en la VIII legislatura y en las prop-
uestas de reformas pendientes”, Corts. Anu -
ario de Derecho Parlamentario; nº 24, 2010,
p. 120. Recientemente, ALDEGUER
CERDÁ, B; “Democracia paritaria, norma-
tiva electoral y régimen autonómico para la
igualdad de oportunidades”, Revista de In-
vestigaciones Políticas y Sociológicas, vol. 14,
nº 2, 2015, pp. 33-72.

11 Artículo 50.4 de la Ley Electoral del País
Vasco.

12 Los datos de las elecciones generales de
2015 pueden consultarse en Elecciones
Generales 2015. Estudio del Impacto de la
Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo,
para la igualdad efectiva de mujeres y hom-
bres. Ministerio del Interior, 2016, 81 págs.
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Ámbito europeo. La composi-
ción equilibrada se ha aplicado has-
ta la fecha a dos procesos electorales
al Parlamento Europeo. En 2009,
donde se elige a un 36% de parla-
mentarias españolas. Y en 2014,
donde se elige a un 41%.

¿Cómo se consigue explicar tales re-
sultados? Teniendo en cuenta que
haría falta un estudio individualiza-
do de cada caso, se vienen apuntado
algunas tendencias generales poco
contestadas. Parece bastante claro
que si no estamos viendo más muje-
res en el escaño es, en gran medida,
por tres motivos. En primer lugar,
porque quienes presentan las candi-
daturas están cumpliendo con el
principio de composición equilibra-
da a menores y no a mayores (las
candidatas son más el 40% que el
60%). En segundo lugar, porque
como hay que cumplir el equilibrio
en cada tramo de cinco puestos, los
partidos siguen situando en los
puestos seguros a muchos más
hombres que mujeres13. Si a ello le
unimos un sistema electoral –en re-
lación con las elecciones al Parla-
mento estatal– donde las circuns-
cripciones son entre medianas y
pequeñas y, además, reparten pocos
escaños, no hay que echar muchas
cuentas para saber qué acabará su-
cediendo, que no es sino lo dicho
arriba: mujeres ocupando menos
puestos y, cuando los ocupan, de
peor calidad que los de sus homólo-
gos14. Esto es, se dan los conocidos
efectos de segmentación vertical y
horizontal15.

Por otro lado, el principio tampoco
podía conducir a aumentos especta-
culares. Recordemos que determi-
nados partidos ya adoptaban medi-
das similares (y los que no tenían
cuotas internas acababan por intro-
ducir una proporción de mujeres
muy similar, haciendo bueno el lla-
mado efecto imitación)16 . Recorde-
mos también los efectos producidos
por las normas autonómicas en la
materia (Islas Baleares, Castilla-La
Mancha, Andalucía, País Vasco). En
tales lugares, el principio de compo-
sición equilibrada no pudo ni podrá

d conducir a ningún aumento expo-
nencial. Y recordemos, cómo no ha-
cerlo, que estas medidas están so-
metidas a criterios largoplacistas.
Diez años quizá sean suficientes pa-
ra constatar tendencias, pero no a la
hora de emitir juicios definitivos17.

4. RETOS PENDIENTES
La doctrina ha insistido en la idea de
que sería positivo articular algún ti-
po de cláusula de revisión del princi-
pio18. Que de alguna forma permita
ir adaptando el mismo a las diferen-
tes situaciones; y que, teniendo en
cuenta su impacto práctico y la acti-
tud de quienes son sus principales
destinatarios, permita introducir co-
rrecciones allá donde se necesiten19.

Partiendo de la base que otorga la
regulación actual, y de los resulta-
dos que está produciendo, se podrí-
an repensar algunos aspectos para
mejorar los rendimientos. El prime-
ro, que no implica cambiar ley algu-
na, se antoja no obstante muy com-
plicado: que los partidos tomen
conciencia del asunto. Así, podrían
intentar ir a un 50%-50% en la can-
didatura, dado que la norma lo per-
mite. Se podría también ir a un
60%-40% (mujeres-hombres). El
margen de los partidos políticos to-
davía es amplio. El principio de
composición equilibrada consiente
mayores desarrollos del que obser-
vamos hasta la fecha. Esa podría ser,
por tanto, una buena primera medi-
da: que los partidos tomen concien-
cia de las potencialidades del mismo
y actúen en consecuencia20.

En segundo lugar, se podrían tomar
medidas adicionales –a buen seguro
mediante cambios legales– para re-
forzarlo. Si no se quiere modificar la
formulación concreta de nuestra
composición equilibrada, cabría li-
gar una parte de la financiación pú-
blica de los partidos a una mayor in-
clusión de mujeres en las listas, o en
sus puestos directivos21. Tambien se
podría dar más dinero a los partidos
cumplidores y menos a los incum-
plidores; quizá incentivar con un
porcentaje determinado al partido
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13 Por todos, vid. RAMÍREZ
GONZÁLEZ, V; y LÓPEZ CARMONA,
A; “Mejora de la paridad de género en el
Congreso de los Diputados, Revista Es-
pañola de Sociología, nº. 23, 2015, pp. 95-
116. Incide en esto MACÍAS JARA, M:
"El principio de composición equilibrada en
la ley orgánica para la igualdad efectiva de
mujeres y hombres". Anuario de la Facul-
tad de Derecho-Universidad de Alcalá, nº 4,
2011, p. 236 y ss.

14 Vid. BURGUERA AMEAVE, L: "Rep-
resentación política e igualdad: de los pre-
supuestos teóricos a su efectiva imple-
mentación en España: ¿una cuestión
temporal?". En LA BARBERA, C; y CRU-
ELLS LÓPEZ, M: Igualdad de género y no
discriminación en España: evolución, proble-
mas y perspectivas. CEPC, Madrid, 2016, p.
202 y ss.

15 Vid. OÑATE RUBALCABA, P; "The
effectiveness of quotas: the vertical and
hori zontal discrimination in Spain". En
LENA KROOK, M; and ZETTERBERG,
P (ed.); Gender Quotas and Women´s Repre-
sentation. New Directions in Research. Rout-
ledge, Oxon and New York, 2016, pp. 21-
33; y “Cuotas, cantidad y calidad de la
representación de las mujeres en España",
en DELGADO, I (ed); Alcanzando el equi-
librio. El acceso y la presencia de las mujeres
en los parlamentos. Tirant lo blanch, Valen-
cia, 2011, pp. 117-135.

16 Vid. LENA KROOK, M: Quotas for
women in politics. Gender and candidate se-
lection reform worldwide, Oxford-Universi-
ty Press, New York, 2009.

17 Vid. WAUTERS, B; MADDENS, B; y
PUT, G-J; "It takes time: the long-term ef-
fects of gender quota", Representation, vol.
50, issue 2, 2014, pp. 143-159.

18 Sobre todo teniendo en cuenta el "uso
perverso" que se estaría haciendo del prin-
cipio. Así lo sostiene CAMPOS RUBIO, A;
"Participación y representación política de
las mujeres: el MF y el 100% de la repre-
sentación", Revista Vasca de Adminis-
tración Pública, nº 99-100, 2014, p. 749.

19 Vid. BURGUERA AMEAVE, L: op. cit.,
p. 203.

20 No cabe olvidar la importancia en la ma-
teria de libertades como la de auto-organi-
zación o la ideológica, por mencionar dos.
Por todos, véase BIGLINO CAMPOS, P;
"La composición equilibrada de las listas
electorales", en BIGLINO CAMPOS, P
(dir.); Nuevas expectativas democráticas y
elecciones. Iustel, Madrid, 2008, p. 78 y ss.;
y MARTÍNEZ ALARCÓN, Mª.L; Cuota
electoral de mujeres y derecho constitucional,
Congreso de los Diputados, Madrid, 2007,
p. 150 y ss.

21 Vid LENA KROOK, M; "Electoral
Quotas and Beyond: Strategies to Promote
Women in Politics". En DOSEK, T (et al,
eds.); Women, Politics, and Democracy in
Latin America, Palgrave Macmillan, New
York, 2017, p. 18 y ss.
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plo de Chile24. Recientemente, dos
reformas electorales de 2015 y
2016 han establecido un sistema
basado en los siguientes aspectos:

La candidatura no puede con-
templar más del 60% de ninguno de
los dos sexos. En caso de incumpli-
miento, la lista entera es anulada y no
concurre a las elecciones (artículo
1.b de la Ley nº 20.840 de 2015).

Esta regla se aplica con limitacio-
nes materiales y temporales. Sólo pa-
ra el caso de elecciones parlamenta-
rias, y sólo para las elecciones
parlamentarias de 2017, 2021, 2025
y 2029 (artículo 2.2 de la Ley nº
20.840 de 2015).

En ese marco, por cada mujer
que resulte electa, su partido políti-
co recibe un incentivo económico
(de casi 20.000 euros) que podrán
emplear en implementar programas
y actividades relacionadas con la
promoción de la participación polí-
tica femenina (artículo 2.3 de la Ley
nº 20.840 de 2015).

Las mujeres electas tendrán el
derecho de solicitar un reembolso
adicional de sus gastos electorales,
recibiendo medio euro por cada vo-

1

2

3

4

to obtenido, siguiendo el propio
procedimiento regulado en la nor-
ma (artículo 3.2 de la Ley nº
20.900 de 2016).

Los partidos políticos dedicarán
el 10% de la financiación pública a la
promoción de la participación polí-
tica femenina (artículo 1.2 de la Ley
nº 20.900 de 2016).

Formará parte de la actividad
política de los partidos la promo-
ción inclusiva y equitativa de la par-
ticipación política femenina (artícu-
lo 1.2 de la Ley nº 20.915 de
2016).

En tercer lugar, hay que tener pre-
sente que, con una mayor presencia
de mujeres en las listas, estas suelen
ocupar más puestos en los órganos
de gobierno y en los órganos de
funcionamiento de las Cámaras25 .
Lo cierto y verdad es que la des-
proporción entre hombres y muje-
res es todavía muy importante. Así
sucede en todos nuestros Parla-
mentos, tanto autonómicos26 como
nacional27. Valga aquí como ejem-
plo un órgano de gobierno como la
Diputación Permanente del Con-
greso de los Diputados, reflejado
en la Tabla 1.

5

6
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22 Vid. LENA KROOK, M; "Electoral
Quotas and Beyond: Strategies to Promote
Women in Politics". En DOSEK, T (et al,
eds.); Women, Politics, and Democracy in
Latin America, Palgrave Macmillan, New
York, 2017, p. 18 y ss; HOLGADO
GONZÁLEZ, M; “Financiación de par-
tidos y democracia paritaria”, Revista de Es-
tudios Políticos, nº 115, 2002, p. 151.

23 Nos referimos al caso de las elecciones
legislativas francesas de 2002, donde los tres
principales partidos del momento pre-
firieron incumplir la cuota establecida por la
ley, perdiendo cuatro millones de euros, un
millón y medio de euros, y medio millón,
respectivamente. Como todo hay que de-
cirlo, las formaciones pequeñas cumplieron
puntualmente con la norma, recibiendo las
cantidades estipuladas, tan necesarias, por lo
demás, para su supervivencia. Vid.
TUSSEAU, G; “Problemas y contradic-
ciones del derecho anti-discriminatorio apli-
cado al campo de la representación de la
mujer: Una visión comparatista”, Anuario
de Derechos Humanos, vol. 9, 2008, p. 601.

24 Vid. TORO, C: “Women´s representa-
tion provisions in electoral laws. An assess-
ment of Chilean recent electoral reform”.
(Texto manuscrito original facilitado por la
autora, a la que desde aquí agradecemos su
amabilidad. Abril de 2017).

25 Vid. DELGADO SOTILLOS, I: "Cuo-
tas e instituciones. Un análisis comparado
de sus efectos sobre la representación políti-
ca de las mujeres". En LA BARBERA, C; y
CRUELLS LÓPEZ, M: Igualdad de género
y no discriminación en España: evolución,
problemas y perspectivas. CEPC, Madrid,
2016, p. 150 y ss.

26 Vid. SANTANA, A; COLLER PORTA,
X; y AGUILAR, S: "Las parlamentarias re-
gionales en España: masa crítica, experien-
cia parlamentaria e influencia política", Re-
vista Española de Investigaciones Sociológicas,
nº 149, 2015, pp. 111-130.

27 Vid. ALDEGUER CERDÁ, B. Democra-
cia paritaria y cuotas electorales. El acceso de
las mujeres a las instituciones públicas. Tirant
lo blanch-Universidad de Alicante, Valencia,
2016; y OÑATE RUBALCABA, P; "Cuotas,
cantidad y calidad de la representación de las
mujeres en España", en DELGADO, I (ed);
Alcanzando el equilibrio. El acceso y la presen-
cia de las mujeres en los parlamentos. Tirant lo
blanch, Valencia, 2011, pp. 117-135.

28 Vid. REY MARTÍNEZ, F; Cuotas 2.0.
Un nuevo enfoque de las cuotas electorales de
género, Tribunal Electoral del Poder Judicial
de la Federación, México, 2013, p. 20.
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5. CONCLUSIÓN

Estamos plenamente de acuerdo
con el profesor Rey Martínez, cuan-
do dice que "las cuotas no son el te-
cho de la igualdad entre mujeres y
hombres en el ámbito de la partici-
pación política, sino el piso de un
objetivo más ambicioso y que no ha
sido conseguido aún: la igualdad 
real entre mujeres y hombres en
“todos” los procesos de toma de
decisiones (públicos –no sólo parla-
mentarios– y privados, destacada-

mente empresas)"28. En conclusión,
estamos en la casilla de salida y no
en la de llegada. El pistoletazo fue
disparado, pero la carrera será larga
y de fondo. La composición equili-
brada ayuda a que las mujeres lle-
guen más a las instituciones repre-
sentativas. De ahí el éxito de la
medida. Pero, como se ha demos-
trado, es un éxito moderado por
causas que, en gran medida pueden
(y deben) corregirse. A ese futuro
ojalá no utópico quedamos empla-
zados.

que apoye en sus programas la re-
presentación política femenina22. Es
verdad que hay que extremar las
cautelas con eventuales innovacio-
nes en ese sentido, a juzgar por cier-
tos ejemplos23. Pero hay lugar para
la esperanza. Se nos ocurre el ejem-

TABLA 1. PUESTOS EN LA DIPUTACIÓN PERMANENTE

IX LEGISLATURA X LEGISLATURA XI LEGISLATURA XII LEGISLATURA
2008 – 2011 2011 – 2016 2016 – 2016 2016 – HOY

Mujeres 20 30 22 21
Hombres 45 60 37 42
Total 65 90 59 63

FUENTE: elaboración propia (a partir de los datos suministrados por: www.congreso.es)
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La medicina basada en la evidencia (MBE) o medicina
basada en pruebas, es una estrategia para perfeccionar la
toma de decisiones a partir de la aplicación del mejor
conocimiento disponible. Esta “evidencia” debe estar
fundamentada en datos e información cuya veracidad y
exactitud estén rigurosamente comprobados a partir de
los resultados de la investigación científica1.

El éxito de la MBE se basa en que los profesionales sien-
ten que su trabajo se apoya no sólo en su experiencia
clínica, sino en la evidencia científica. Sin embargo la lite -
ratura médica es infinita y no todo lo que está publica-
do refleja conocimientos ciertos, demostrados y apli cables
a toda la población que padece un determinado proble-
ma. Por ello es necesario evaluar críticamente la validez
interna y externa de los resultados publicados.

La MBE jerarquiza la información científica, depen diendo
del diseño metodológico y de la calidad de los estudios.
Sin embargo existe la posibilidad de que a pesar de con-
tar con una metodología aparentemente bien diseñada y
ejecutada existen otros elementos menos evidentes que
amenazan la validez2, como sesgos en la selección de la
muestra, sesgos de publicación, sesgos en la interpretación
que de los resultados hacen los clínicos… Y adicional-
mente uno, reconocido por las organizaciones sanitarias3,
origen de múltiples recomendaciones4-7, pero no asu mido
con carácter general por los investigadores y las entidades
privadas que financian la investigación8: el sesgo de
género.

La identificación de los sesgos y la propuesta e imple-
mentación de medidas para disminuir su aparición y li -
mitar sus consecuencias es un imperativo ético y cientí-
fico. Tanto para los investigadores, promotores y
publicaciones científicas que difunden los resultados, co-
mo para las instituciones públicas que velan por la ética
de la investigación. Así la UNESCO en la Declaración
Universal sobre Bioética y Derechos Humanos del 19 de

octubre de 2005, afirma que los beneficios resultantes
de toda investigación científica y sus aplicaciones de-
berían compartirse con la sociedad en su conjunto y en
el seno de la comunidad internacional, en particular con
los países en desarrollo9.

En este sentido se han alzado muchas voces que cues-
tionan la validez de los resultados de investigaciones pro-
movidas por los laboratorios farmacéuticos. Actualmente
se exige a los investigadores una declaración de conflic-
to de intereses en el momento de hacer públicos sus hal-
lazgos.

El sesgo de género puede definirse como las diferencias
de trato que la Medicina da a hombres y mujeres, cuyo
impacto puede ser positivo, negativo o neutro. Cuando
hablamos de sesgo de género en la investigación
podemos considerar que la falta de sensibilidad de
género o el androcentrismo (entendiendo por tal la pri-
macía de los varones y su punto de vista sobre el mun-
do, la cultura y la historia) en el diseño del estudio o en
el análisis de los resultados, puede dar lugar a errores sis-
temáticos10.

Los Comités de ética en la Investigación (CEIC) tienen
entre sus cometidos evaluar la idoneidad del protocolo
en relación con los objetivos del estudio, su eficiencia
científica (la posibilidad de alcanzar conclusiones válidas,
con la menor exposición posible de sujetos) y la ade-
cuación de los riesgos y molestias previsibles, ponderadas
en función de los beneficios esperados para los sujetos y
la sociedad11. En este sentido los CEIC han de tener
presente el principio de justicia y deben considerar que
la posibilidad de alcanzar conclusiones válidas para toda
la población pasa por incluir la perspectiva de género en
el proyecto que se presenta a evaluación por el CEIC.

No se puede justificar la exclusión de las mujeres en las
poblaciones en estudio de proyectos de investigación y
ensayos clínicos pero, en virtud del principio de no
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Abreviaturas
CEIC: comité de ética de investigación clínica

CEICA: comité de ética de investigación clínica de Aragón

CI: consentimiento informado

DI: documento de información para el participante en la investigación

EC: ensayo clínico

EEUU: Estados Unidos

EMA: European Medicines Agency

FDA: food and drugs administration

IP: investigador principal

OMS: Organización Mundial de la Salud

OPS: Organización Panamericana de Salud

ORWH: Office of Research on Women’s Health

PG: perspectiva de género

PI: Proyecto de investigación

MBE: Medicina basada en la evidencia

UE: Unión Europea

UNESCO: Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura



maleficencia es necesario reflexionar sobre lo que les
supone a ellas asumir los riesgos e incomodidades pro-
pios de la investigación. Posteriormente, al analizar los
resultados de la investigación, es necesario incluir la pers -
pectiva de género o, de lo contrario, se obtendrá una in-
formación sesgada que limitará los beneficios que de la
investigación (en la que tan generosamente han partici-
pado) podrían derivarse para las mujeres, vulnerando el
principio de justicia.

Compete asimismo a los CEIC evaluar la idoneidad del
equipo investigador para el ensayo propuesto. Es nece-
sario tener en cuenta su experiencia y capacidad investi-
gadora. En este punto resulta especialmente complicado
velar por la composición equitativa de los equipos, pero
merecería al menos un momento de reflexión el hecho
de que, a pesar de que el acceso de las mujeres a los es-
tudios superiores se ha equiparado con el de los varones,
no ha ocurrido lo mismo con los puestos de respon -
sabilidad que siguen estando mayoritariamente en manos
de los hombres12.

Probablemente la función más importante de los CEIC
es evaluar la información escrita sobre las características
del ensayo que se dará a los posibles sujetos de la inves-
tigación, o en su defecto, a su representante legal, la
forma en que dicha información será proporcionada y
el tipo de consentimiento que va a obtenerse11. 

En este punto ha de tenerse en cuenta no solo las dife -
rencias biológicas, sino las psicosociales, yendo más 
allá de exigir la inclusión de la variable “sexo” en la
metodología. Ha de cuidarse la redacción del docu-
mento de información al participante en el estudio
(DI), exigiendo el uso de un lenguaje no sexista.

Demasiadas veces la única referencia que se hace a la
condición de mujer en el DI, es la relativa a la posibili-
dad de un embarazo. Las cláusulas relativas a la protec-
ción de la madre y el feto deben tener como objetivo la
seguridad de la mujer durante el proceso de investi-
gación. Sin embargo, cuando se exigen medidas anti-
conceptivas excesivas y desproporcionadas se limita la
participación de las mujeres en los EC.

Por último los CEIC deben realizar el seguimiento del
ensayo clínico desde su inicio hasta la recepción del in-
forme final. En ese punto deberían evitar que los re-
sultados y la discusión limiten los sesgos de género al
máximo13.

Es posible que todo esto no sea suficiente para asegurar
la incorporación de la perspectiva de género, pero es
necesaria. Incorporar la PG a la evaluación del CEIC
obligará a los IP a reflexionar sobre la forma de incor-
porarlo a sus EC y PI14.

Desde un punto de vista legal, durante muchos años las
mujeres fueron excluidas de los ensayos clínicos basán-
dose precisamente en que con la edad presentaban
múltiples problemas de salud que dificultaban la investi-
gación y la supuesta homogeneidad de los estudios de
población15. Y no sólo eso, sino que se argumentaba la
exclusión de las mujeres de la investigación en pro de
proteger su seguridad y la de sus hipotéticos hijos no
natos, ya que se consideraban sujetos especialmente vul-
nerables, tanto por razones físicas, como psíquicas y so-
ciales16. Este intento de proteger a las mujeres de sí mis-
mas resultó, paradójicamente, perjudicial para ellas17-21.

A la hora de revisar la evolución de la legislación refe -
rente a la inclusión de la perspectiva de género, es ine -
vitable volver la mirada hacia la legislación esta-
dounidense, ya que la preponderancia de este país en
investigación biomédica condiciona la influencia de sus
leyes en las normas que se siguen en la investigación con
seres humanos en el resto del mundo.

Hasta 1938 la única referencia que hace la legislación de
EEUU a los productos farmacéuticos es la Food and
Drugs Act, ley promulgada en 1906 para intentar im-
pedir la comercialización de fármacos adulterados. En
1938 la Ley Federal de Alimentos, Medicamentos y
Cosméticos de Estados Unidos (en inglés The United
States Federal Food, Drug, and Cosmetic Act abreviado
como FFDCA, FDCA o FD & C), es un conjunto de
leyes aprobadas por el Congreso en 1938, que dio au-
toridad a la Food and Drug Administration (FDA) para
supervisar la seguridad de los alimentos, medicamentos
y cosméticos, exigiendo ya que los nuevos medicamen-
tos que se muestra segura antes de la comercialización.
En 1962, a consecuencia del gran número de bebes
nacidos en Europa con malformaciones secundarias a la
ingesta de talidomida, se modifica esta ley con la en-
mienda Kefauver-Harris, aprobada con el objetivo de
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proteger a los niños, las mujeres embarazadas y los fetos.
La enmienda Kefauver-Harris marca un hito en la histo-
ria de la regulación de los ensayos clínicos ya que exige
que, para demostrar la seguridad que ya exigía la ley de
1938, se realicen ensayos clínicos controlados22.

Este afán protector indujo a la FDA en 1977 a prohibir,
a través de una recomendación, pero explícitamente la
participación de las mujeres en los ensayos clínicos23. Es-
ta prohibición, basada en la asunción errónea que mu-
jeres y hombres son iguales, excepto en lo que al sistema
reproductor se refiere, dio lugar a una importante pér-
dida de información, especialmente dramática cuando
nos referimos a los estudios en fase I, piedra angular del
posterior desarrollo de la investigación de cualquier fár-
maco24.

La publicación en 1991 en el New England Journal of
Medicine del artículo de Bernardine Healy sobre la in-
visibilidad de las mujeres en la investigación de las en-
fermedades cardiovasculares, a la que bautiza como “sín-
drome de Yentl”, denuncia una situación escandalosa,
que ya había sido tímidamente abordada por la OMS en
el año 2000 en su documento “The Concepts and prin-
ciples of equity and Health”25.

Así comienza a cambiar la situación a partir de los años
90, se multiplican las publicaciones que dan fe de la im-
portancia del problema26, 27.

Hasta que finalmente gracias a la Office of Research on
Women’s Health (ORWH) dependiente del NIH, que
desde 1980 comenzó a abogar por la inclusión de las
mujeres en los ensayos clínicos28, en 1993 la FDA res -
cinde su prohibición y exige la participación de mujeres
en todos los ensayos mediante la publicación de una guía
de acción para el estudio y la evaluación de las diferen-
cias según el sexo en los ensayos, donde se recomienda
la inclusión de pacientes de uno y otro sexo en un
número adecuado para detectar posibles diferencias clíni-
camente significativas en la respuesta al fármaco, y el dise -
ño y el análisis con enfoque de género de los ensayos29.

Por el contrario, en Europa la European Medicines
Agency (EMA), disiente y argumenta en contra de la
necesidad de redactar guías para la inclusión de la PG en
la investigación30. Ante esta actitud surgieron voces críti-
cas31 que abogaban por una mayor protección de las mu-
jeres a través de un mayor rigor en la investigación. Por
otra parte tras la celebración, en 1995, de la Conferen-
cia de Pekín sobre la mujer, en la UE se ha hecho un
mayor hincapié en la importancia del mainstreaming, o
integración de la igualdad de género, siendo el científi-
co uno de los ámbitos de aplicación32.

La Comisión Europea en el presente siglo, a través de
grupos de trabajo, como el grupo ETAN, el grupo
Helsinki y dentro de los sucesivos programas Marco de
innovación e investigación en la Unión Europea, ha
redactado diversas recomendaciones sobre cómo imple-

mentar y evaluar la PG a lo largo de todo el proceso de
investigación33. Concretamente en el programa Hori-
zonte 2020, que financia proyectos de investigación e
innovación de diversas áreas temáticas en el contexto eu-
ropeo, para el periodo 2014-2020, la inclusión de la PG
está específicamente regulada34.

En lo que respecta a España, son varias las leyes que
regu lan la investigación, con un creciente nivel de com-
promiso en lo que se refiere a la inclusión de la perspec-
tiva de género. Así el Real Decreto 223/2004, de 6 de
febrero, por el que se regulan los ensayos clínicos con
medicamentos, se refiere únicamente a la participación
de las mujeres cuando regula, en su artículo 6, la partici -
pación de las mujeres gestantes en ensayos sin beneficio
para ellas mismas35. En la misma línea la Ley 14/2007,
de 3 de julio, de Investigación biomédica36 se refiere a
las mujeres en su artículo 19, referente a Investigaciones
durante el embarazo y lactancia. En esta ley resulta bas-
tante llamativo que, como única peculiaridad específica
de la participación de las mujeres en la investigación se
refiera en el artículo 23 a la posibilidad de un embarazo,
durante o después de la investigación y su repercusión
en el feto. Por último nombra a las mujeres como ges-
tantes de embriones o fetos susceptibles de ser donados
para la investigación.

Algo similar ocurre con la legislación europea al respec-
to, si bien en este caso se especifica que en la exposición
de los resultados, la población deberá presentarse des-
glosada por género37.

En el año 2007 la Ley Orgánica 3/2007 para la igual-
dad efectiva de mujeres y hombres38 dio un paso más y
en su artículo 27 dice específicamente que “Las Admi -
nistraciones públicas, a través de sus Servicios de Salud
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y de los órganos competentes en cada caso, desarrol-
larán, de acuerdo con el principio de igualdad de opor-
tunidades, las siguientes actuaciones […] El fomento de
la investigación científica que atienda las diferencias en-
tre mujeres y hombres en relación con la protección de
su salud, especialmente en lo referido a la accesibilidad y
el esfuerzo diagnóstico y terapéutico, tanto en sus as-
pectos de ensayos clínicos como asistenciales”.

Finalmente la Ley 14/2011de 1 de junio, de la ciencia,
la tecnología y la innovación39 sí resulta, valga la redun-
dancia, innovadora respecto a la inclusión de la PG. Ya
en su Título Preliminar de la ley fija como uno de los
objetivos: “Promover la inclusión de la perspectiva de
género como categoría transversal en la ciencia, la tec-
nología y la innovación, así como una presencia equili-
brada de mujeres y hombres en todos los ámbitos del
Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación”.

Esta ley se preocupa de los derechos de las investi-
gadoras (Título II, Capítulo I, Artículo 14) al referirse
“al respeto al principio de igualdad de género en el de-
sempeño de sus funciones investigadoras, en la con-
tratación de personal y en el desarrollo de su carrera
profesional”.

Recoge medidas “para la inclusión de la perspectiva de
género como categoría transversal en la ciencia, tec-
nología e innovación, y para impulsar una presencia
equilibrada de mujeres y hombres en todos los ámbitos
del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Inno-
vación” (Título III, Capítulo I, Artículo 33).

Y finalmente en la Disposición adicional en el punto 2
resalta que “la Estrategia Española de Ciencia y Tec-
nología y el Plan Estatal de Investigación Científica y

Técnica promoverán la incorporación de la perspectiva
de género como una categoría transversal en la investi-
gación y la tecnología, de manera que su relevancia sea
considerada en todos los aspectos del proceso, incluidos
la definición de las prioridades de la investigación cien-
tífico-técnica, los problemas de investigación, los marcos
teóricos y explicativos, los métodos, la recogida e inter-
pretación de datos, las conclusiones, las aplicaciones y los
desarrollos tecnológicos, y las propuestas para estudios
futuros. Promoverán igualmente los estudios de género
y de las mujeres, así como medidas concretas para es-
timular y dar reconocimiento a la presencia de mujeres
en los equipos de investigación”.

Si bien ha habido que esperar hasta el año 2011 para ver
incluida la PG en las leyes relativas a la investigación, la
preocupación de las administraciones sanitarias de nues -
tro país ha quedado reflejada en documentos como la
“Guía para incorporar la perspectiva de género a la in-
vestigación en salud” editada por la Escuela Andaluza de
Salud Pública40 o la publicación del Observatorio de
Salud de las Mujeres “Políticas de investigación en salud
guía de recomendaciones para la incorporación de la
perspectiva de género”41.

Finalmente organismos internacionales como la OMS,
la Organización Panamericana de Salud (OPS) o la Or-
ganización de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura (UNESCO) han aportado directri-
ces dirigidas a incorporar la PG a sus proyectos de mejo-
ra. Merecen especial mención ya que muchas de las ac-
tividades planteadas por estos organismos se basan en los
resultados de investigaciones previas que describen, des-
de un punto de vista epidemiológico, problemas de
salud muy relevantes para las mujeres.

La OMS asume una importante responsabilidad en lo
que a investigación se refiere, ya que contar con investi-
gaciones y datos probatorios de gran calidad es funda-
mental para mejorar la salud y la equidad sanitaria en el
mundo y para que la OMS cumpla su objetivo de alcan-
zar para todos los pueblos el grado más alto posible de
salud42. En línea con esta responsabilidad la sexagésima
Asamblea Mundial de la Salud aprobó la resolución
WHA60.25, en la que insta a los Estados miembros a
formular estrategias nacionales para abordar las cues-
tiones de género en las políticas de salud, programas, in-
vestigaciones y procesos de planificación43.

En su Plan de Acción para la Prioridad “igualdad de
género” –2014-2021– la UNESCO44 especifica que
“igualdad de género significa igualdad de derechos, res -
ponsabilidades y oportunidades para mujeres y hombres
y para niñas y niños. Supone que se tengan en cuenta los
intereses, necesidades y prioridades de mujeres y hom-
bres, reconociendo la diversidad de los distintos grupos
de personas. La igualdad de género es un principio rela -
tivo a los derechos humanos, un prerrequisito para un
desarrollo sostenible centrado en las personas y un obje-
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tivo en sí misma. La integración de la perspectiva de
género es una metodología específica que se aplica ac-
tualmente a todos los programas y actividades de la UN-
ESCO. El objetivo consiste en integrar plenamente las
consideraciones de la igualdad de género en las estrate-
gias y actividades de nuestro programa, como el aseso-
ramiento sobre políticas, la promoción, la investigación,
la formulación de normas y principios, la creación de ca-
pacidades, la supervisión y la evaluación, y cualquier otra
labor de asistencia técnica”.

Tras la revisión bibliográfica se observa una actitud cre-
cientemente positiva hacia la incorporación de la PG en
la investigación biomédica. Asimismo las recomenda-
ciones de los organismos internacionales con mayor in-
fluencia en el ámbito investigador y las leyes y normati-
vas tanto europeas como nacionales exigen la
incorporación de la PG a la investigación.

Sin embargo aún queda un largo camino por recorrer ya
que en la práctica, la inclusión de la perspectiva de
género se limita, en el mejor de los casos a la inclusión,
más o menos equitativa de las mujeres en la muestra45-50.

Aunque las mujeres no son excluídas de la investigación
es necesario conseguir que el desarrollo y consecuente-
mente, los resultados de la investigación beneficien equi -
tativamente a hombres y mujeres.
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